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I.- CONSIDERACIONES GENERALES: 

 

Desde mediados de 2019, la economía canaria venía dando claros síntomas de desaceleración 

que la llevaban a registrar tasas de crecimiento que, aunque positivas, eran cada vez más 

moderadas e inferiores a la media nacional. 

El impacto de la crisis del COVID-19 hundirá a nuestra economía en una recesión por 

restricciones de la oferta y la demanda, por lo que conviene, además de tomar medidas 

específicas para mitigar el impacto, diseñar un Plan de actuación a medio y largo plazo que 

incorpore un impulso de la inversión productiva en la medida que están haciendo otros países 

de nuestro entorno como Alemania, Italia y Francia. 

La envergadura de la emergencia sanitaria derivada de esta pandemia y los severos mecanismos 

de contención implantados para tratar de hacerle frente, aunque necesarios, son un fenómeno 

que no tiene precedentes en nuestra historia moderna. 

Nuestra sociedad aborda un difícil escenario marcado por la incertidumbre que hacen necesario, 

ahora quizá más que nunca, que entre todos trabajemos para tratar de que, tanto la situación 

sanitaria, como el estado actual de parálisis de nuestra actividad productiva, no se dilaten 

mucho más en el tiempo, y evitemos así una nueva y profunda crisis social y económica.  

Todo ello hace necesario y urgente el establecimiento de medidas efectivas que garanticen, en 

primer lugar, la fortaleza del sistema sanitario, y, al mismo tiempo, que faciliten el acceso a la 

liquidez de las empresas y asegurar la supervivencia de nuestro tejido productivo con el objetivo 

de lograr recuperar con la mayor rapidez posible la senda de crecimiento y el empleo en 

Canarias. 

En este sentido, proponemos flexibilizar a las CCAA las condiciones para poder emplear fondos 

derivados del superávit en inversiones que reactiven la economía en un periodo de 

desaceleración como la actual. 

La caída de la actividad y del consumo puede retrasar aún más la fase de recuperación 

económica en las Islas, y sus efectos pueden amortiguarse aumentando los esfuerzos en materia 

de inversión. 

A este respecto, debe propiciarse que las CCAA puedan destinar el superávit acumulado de 

ejercicios anteriores en inversiones productivas que reactiven la economía en un periodo de 

desaceleración como el actual, flexibilizando para ello los criterios que establece la norma 

actual. 
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II.- MEDIDAS A ADOPTAR PARA PALIAR EL IMPACTO DEL CORONAVIRUS 

EN LOS DISTINTOS ÁMBITOS: 

 

La economía debe afrontar un escenario completamente adverso con medidas de flexibilidad y 

simplificación que doten de mayor agilidad los trámites administrativos que, a día de hoy, 

ralentizan la toma de decisiones efectivas, en aras todo ello de facilitar la actividad productiva y 

agilizar el pago a proveedores de la Administración Pública. 

 

Todas estas medidas se enmarcan en la necesidad de responder a la situación económica 

excepcional y transitoria causada por COVID-19. 

 

Medidas en el ámbito Laboral y de Seguridad Social  

 

Deben tomarse verdaderas medidas que se enmarquen en la necesidad de responder al 

mantenimiento del empleo: 

 

- Proponemos, por el carácter de urgencia y de fuerza mayor, que se propicie una mayor 

simplificación y reducción de plazos en la tramitación de Expedientes de Regulación 

de Empleo que deriven en suspensión de la relación laboral o reducción de la jornada 

en aquellas empresas que se vean afectada por una caída repentina de la demanda o de 

la actividad. 

 

De esta manera, proponemos utilizar los expedientes de regulación de empleo 

temporales, tanto de suspensión del contrato de trabajo como de reducción de la 

jornada, como verdaderos mecanismos alternativos que den soluciones reales a la 

situación actual y eviten consecuencias extintivas, dándole al procedimiento la 

celeridad necesaria y estableciendo un sistema de bonificaciones hasta el 100% del 

pago de las cuotas a la Seguridad Social y reposición de prestaciones por desempleo. 

 

- Proponemos que las medidas extraordinarias que se han dispuesto en materia de 

ERTES se prolonguen más allá del final del periodo de estado de alarma, y se 

mantengan en tanto en cuanto la actividad productiva aún acuse los efectos derivados 

de la parálisis. 

  

- Proponemos la exoneración de pago de cuotas a la Seguridad Social en supuestos de 

baja laboral ocasionada por el virus COVI-19. 
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- Proponemos establecer bonificaciones a la seguridad social cuando se establezca el 

teletrabajo como medida organizativa, durante el tiempo que dure la situación 

extraordinaria. Todo ello, sin olvidar la posibilidad de establecer ayudas para medios  

tecnológicos para las pymes y autónomos. 

 

- Proponemos la posibilidad de solicitar aplazamientos del pago de las cuotas a la 

Seguridad Social sin recargo ni intereses para sectores, autónomos y territorios como 

Canarias. 

 

- Proponemos el establecimiento de bonificaciones al mantenimiento del empleo de  las 

cotizaciones de trabajadores fijos discontinuos. 

 

- Proponemos la flexibilización de medidas para el cómputo de vacaciones y festivos.  

 

- Condonación de pagos o, en su caso, bonificaciones a la Seguridad Social para los nuevos 

empleos entre abril y junio de 2020. 

 

 

Medidas en el ámbito Fiscal. 

 

El Régimen Económico y Fiscal (REF) diferenciado con que cuenta Canarias puede erigirse 

como una buena herramienta para conseguir superar la actual crisis con garantías de éxito, 

pero, para ello, resulta imperativo que la normativa vigente aporte la seguridad jurídica 

imprescindible para que sus herramientas puedan contribuir de manera efectiva, a paliar la 

grave situación a la que el empleo y la actividad económica de nuestro territorio se están viendo 

sometidos. 

Las restricciones impuestas tras decretarse el estado de alarma y los efectos que ello ha 

generado sobre la actividad productiva de nuestra economía se están traduciendo en enormes 

dificultades sobrevenidas que van a tener que soportar nuestras empresas para poder 

acometer, en tiempo y forma, las inversiones comprometidas previamente al inicio de esta crisis 

e incluso para la dotación, por la clara caída de beneficios empresariales, y la significativa 

disminución de los volúmenes de negocio de los contribuyentes.  

En consecuencia, se precisa de manera urgente la flexibilización de los plazos de inversión, el 

cómputo de los periodos de utilización y de mantenimiento de dichas inversiones, y los 

requisitos exigidos por la norma vigente actual aspectos como la creación y el mantenimiento 

del empleo en las Islas en materia de la RIC, y el régimen de la Zona Especial Canaria.  
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Del mismo modo, deben ampliarse los límites de acumulación de ayudas consideradas al 

funcionamiento para los períodos fiscales iniciados en 2020 atendiendo a la previsible 

reducción de los ingresos empresariales y profesionales.   

Por todo ello, es importante y urgente aclarar el marco normativo de los aspectos tributarios 

del REF e imprescindible adaptarlo a las excepcionales circunstancias que estamos viviendo 

este año 2020 como resultado de la terrible pandemia global del COVID 19. 

En documento anexo se recogen propuestas que hemos elaborado las organizaciones 

empresariales más representativas en colaboración con la Asociación Española de Asesores 

Fiscales, en anagrama AEDAF, en las que se abordan todas estos escenarios que preocupan al 

sector empresarial de Canarias, y se proponen soluciones destinadas a completar y mejorar la 

reciente reforma del REF, y a establecer determinadas medidas tributarias de carácter temporal 

para amortiguar los efectos sobre su aplicación como resultado de la pandemia.  

 

Medidas dirigidas al colectivo de Autónomos 

 

- Ayuda pago de cuota autónomo del mes de abril para todos aquellos autónomos que 

no se encuentra en cese de actividad obligatoria, pero se haya reducido su actividad 

económica en más de un 30% de su facturación.  

 

- Ayuda a los autónomos que han cesado su actividad económica o acrediten más de un 

40% de caída de sus ingresos. Cubrir un máximo de 3 meses de gastos de 

arrendamiento, cuotas de hipotecas del local o bien necesario para ejercer su actividad, 

electricidad, agua, y telecomunicaciones, así como gastos de asesoría y cuotas del 

Régimen Especial de Autónomos (RETA) con un importe máximo de 3.000 € 

 

- Plan de rescate para padres y madres en baja por maternidad. Todos los padres y 

madres que se reincorporan tras haber estado de baja por maternidad o paternidad no 

pueden acreditar que su facturación se ha visto reducida frente al semestre anterior un 

75% y por lo tanto no pueden acceder a la prestación por cese de  actividad. Ayuda de 

944,40 € correspondiente a la base de cotización mínima del RETA  

 

- Instrumento de financiación “especial autónomos” . Ayuda mediante instrumentos 

financieros a fin de que hagan accesible a todos los autónomos, instrumentos que 

aporten liquidez para la reactivación de su negocio y mantenimiento de las plantillas, 

conforme a los criterios de créditos responsables. 
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Medidas en el ámbito Sectorial. 

 

Hostelería y Turismo  

 

En la actual coyuntura de cierre generalizado de las empresas del sector, donde las mismas 

deben seguir teniendo que afrontar una serie de dificultades, durante esta fase de vigencia del 

Estado de alarma, se imponen como necesarias una serie de actuaciones inmediatas, urgentes, 

en el estricto ámbito táctico y una vez superada esta fase, se seguirán requiriendo una serie de 

medidas, al menos, con carácter de transitoriedad, hasta que el sector recupere la normalidad 

de la actividad. 

I. Propuestas en materia de tributos locales. 

De forma inmediata deben tomarse las necesarias medidas, que a la postre puedan dinamizar 

la reactivación de la actividad de las empresas que se han visto obligadas a paralizar su actividad. 

Téngase en cuenta que, en estos momentos, las empresas no sólo no están generando ingresos, 

sino que están teniendo que afrontar una serie de gastos de inexcusable cumplimiento: créditos 

hipotecarios, bien por la adquisición de sus inmuebles o por las recientes renovaciones de sus 

establecimientos; suministros, habida cuenta que el sector alojativo debe mantener sus 

instalaciones con miras a la futura reapertura; el personal destinado a las laborales esenciales 

mínimas de seguridad, vigilancia y mantenimiento; y no menos importante, los pagos a 

proveedores, de los suministros entregados antes del cierre; entre otros; lo cual les va a llevar a 

una situación insostenible si no cuentan con el necesario apoyo que las diferentes 

administraciones desde sus respectivos ámbitos competenciales, les puedan prestar.  

Ante tal tesitura, consideramos necesaria una reducción esencial en la presión fiscal de las 

Corporaciones Locales, especialmente los Ayuntamientos. 

El ámbito de la imposición local, amparada por la vigente Ley de Haciendas Locales, supone un 

coste esencial, cuya suspensión, en unos casos y su reducción en otros, se ría vital para la 

pervivencia en estos momentos de obligado cierre empresarial, las medidas a adoptar serían las 

que a continuación expondremos, en tanto se mantenga la situación de crisis sanitaria (que no 

supeditadas a la duración del Estado de alarma). 

En la actual coyuntura que nos afecta, la reflexión de si se puede obligar al pago de tributos a 

quienes no generan ingresos es obligada; pero fuera de esa posibilidad, consideramos más que 

sensata y justificada la petición de reducir la presión fiscal sobre quienes en estos momentos 

está recayendo todo el peso de la crisis sanitaria.  

En este sentido, se proponen las siguientes medidas dirigidas al sector de hostelería y turismo:  
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- La SUSPENSIÓN EN EL PAGO DE LAS DIFERENTES TASAS municipales: vados, recogida 

de basura y por expedición de licencias (cualquiera que fuera su naturaleza) y 

especialmente, para los negocios de la restauración, la suspensión indefinida de la tasa 

de terrazas. 

- En el ámbito de los Impuestos, la reducción a tipo mínimo el tipo de gravamen 

correspondiente al IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES. 

- Es vital una reducción generalizada de los tipos de gravamen del citado Impuesto, ya 

que los Ayuntamientos tienen esa posibilidad, en virtud de la vigente legislación. En tal 

sentido la actual Ley de Haciendas Locales ofrece un margen a los Ayuntamientos para 

fijar el porcentaje a aplicar sobre el valor catastral de las propiedades, para determinar 

la cuota a pagar (entre el 0,4 y el 1,10). La petición se concreta a que apliquen el mínimo 

porcentaje posible. 

Esta posibilidad beneficiaría, no solamente a las empresas del sector, cerradas por 

imperativo legal en estos momentos, sin posibilidad de generar ningún tipo de ingreso, 

sino a los propietarios de viviendas y de los apartamentos turísticos que conf orman 

buena parte de nuestra planta alojativa. 

Tener presente que la mayor parte de las Corporaciones tienen actualizados los valores 

catastrales, lo cual sin haber modificado la tarifa les supuso un importante incremento 

de la recaudación; cuando no, llevaron a cabo un incremento de tipos, en algunos casos 

con la promesa de volver a reducirlos. 

- Con relación al IMPUESTO SOBRE CONSTRUCCIONES, INSTALACIONES Y OBRAS, la 

propia Ley contempla la posibilidad de las Corporaciones Locales de bonificar hasta un 

95%, la cuota del impuesto, en favor de las construcciones, instalaciones u obras que 

sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias 

sociales, entre otras.  

Resulta evidente que en la actual situación de emergencia social y económica, nada 

estaría más justificado que propiciar dicha bonificación en su máximo porcentaje, y con 

ello dar un claro espaldarazo a la dinamización del empleo en el sector de la 

construcción, así como en las empresas proveedoras; además de servir, al mismo 

tiempo, de acicate para que las empresas del sector, vean en ello una oportunidad para 

la reforma de los establecimientos, con lo que nuestro destino se posicionaría en las 

mejores condiciones, una vez se pueda reiniciar la actividad. 

 

II. Dinamización procesos de reforma de establecimientos turísticos. 

En este ámbito de la dinamización de la actividad económica, en el marco de la actual situación 

de paralización generalizada, consideramos necesaria propiciar la agilización administrativa, 
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desde la convicción de su implantación, como es el caso de la aplicación generalizada de las 

DECLARACIONES RESPONSABLES. 

Dos ejemplos normativos en ámbitos diferentes, que ha costado poner en funcionamiento, que 

pueden agilizar la dinamización de los procesos de reforma en el sector: 

 1º) Por los Cabildos Insulares: lo tenemos en la vigente Ley de Renovación y 

Modernización Turística de Canarias (Ley 2/1023, de 29 de mayo), introducido por la última 

reforma operada en virtud de la Ley 9/2015, de 27 de abril, actualmente aplicada por los 

Cabildos, pese a que inicialmente no había un criterio homogéneo en su aplicación: 

Disposición Transitoria Tercera. - En tanto no se adapten a la Ley 2/2013, de 29 de mayo, 

de Renovación y Modernización Turística de Canarias, los planes insulares de ordenación 

de las islas de Lanzarote, Fuerteventura, Gran Canaria y Tenerife y, en particular, 

establezcan la exigencia o no de autorización administrativa previa insular con carácter 

excepcional en los casos de renovación , tal y como se regula en los números 1 y 3 del 

artículo cuatro de la ley, queda sujeta a autorización administrativa previa del 

correspondiente Cabildo toda renovación que, conforme al artículo 10 de la misma, 

permita la materialización de plazas alojativas adicionales en un número que supere el 

33% de las preexistentes. 

Por consiguiente, desde el ámbito de las competencias de los Cabildos Insulares, los proyectos 

de reforma que no conlleven un incremento notable de la capacidad alojativa, que es lo que se 

precisa en estos momentos, no les son de aplicación el régimen de autorización administrativa 

previa.  

2º) En la misma línea, podemos situar esta dinámica en el ámbito municipal, por mor de la Ley 

del Suelo de Canarias (Ley 4/2017, de 13 de julio), que desde entonces contempla la aplicación 

generalizada del Régimen de Comunicación Previa y no el trámite de autorización 

administrativa. 

Resulta porco comprensible que, a día de hoy, las Ordenanzas relativas a esta materia sigan 

contemplando el régimen autorizatorio como preceptivo. 

Artículo 332.- Actuaciones sujetas a comunicación previa. 

1. Estarán sujetas a comunicación previa, sin precisar licencia urbanística, las 

actuaciones siguientes: 

a) Obras de conservación, restauración, reforma, rehabilitación o reestructuración de 

edificaciones e instalaciones, siempre que no afecten a edificios catalogados ni supongan 

incremento de volumen o edificabilidad. 
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b) Obras exteriores en edificios no catalogados, salvo que se refieran a la modificación 

general de fachada o al acristalamiento de terrazas existentes mediante un proyecto 

conjunto de fachada. 

c) Primera ocupación de las edificaciones y las instalaciones, concluida su construcción, 

de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente en materia de ordenación y calidad 

de la edificación. 

d) Cambio de uso de los edificios y las instalaciones. 

e) Vallado de obras, fincas y solares que no requieran cimentación y su reparación o 

mantenimiento. 

f) Colocación de carteles y vallas de publicidad y propaganda. 

g) Acondicionamiento de espacios libres de parcela consistentes en ajardinamiento, 

pavimentación, implantación de bordillos, salvo que se trate de parcelas incluidas en 

áreas o elementos protegidos. 

h) Limpieza de terrenos. 

i) Actuaciones provisionales de sondeo de terrenos. 

j) Apertura de zanjas y catas en terrenos privados. 

k) Instalación de andamiaje, maquinaría, grúas y apeos, salvo que apoyen sobre la 

calzada o cuando la ocupación sobre la acera no permita un paso libre de 1,20 metros.  

l) Ocupación provisional por aparcamientos en solares vacantes.  

m) Cualquier otra actuación urbanística de uso o transformación del suelo, vuelo o 

subsuelo que no esté sujeta a otro título de intervención de los previstos en los dos 

artículos precedentes ni esté exonerada de intervención administrativa previa.  

2. El Gobierno de Canarias, mediante decreto, podrá modificar la relación de actuaciones 

sujetas a comunicación previa señaladas en el apartado anterior.  

3. Los ayuntamientos vendrán obligados a la tramitación y resolución de las solicitudes 

de licencia que se formulen por los interesados aun en el supuesto de que la actuación 

para la que se solicite esté sujeta al régimen de comunicación previa. En el primer trámite 

subsiguiente a la presentación de la solicitud, el ayuntamiento deberá informar al 

interesado sobre su derecho a acogerse al régimen de comunicación previa y de desistir, 

en cualquier momento, del procedimiento iniciado. 

4. La legalización de las actuaciones que, sujetas a comunicación previa, hayan sido 

realizadas contraviniendo la legalidad urbanística solo podrá realizarse a través de 
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licencia urbanística, salvo que se trate de la mera subsanación, dentro del plazo 

conferido, de la comunicación previa presentada o que la legalización se opere antes de 

la notificación de la incoación del expediente de restablecimiento de la legalidad 

urbanística o que afecte a actuaciones de escasa relevancia o cuantía así determinadas 

en la respectiva ordenanza local. 

 

III. Imposición indirecta. – 

En esta misma línea, en el ámbito de las competencias del Gobierno de Canarias, se propone 

unos planteamientos en la línea de reducir la carga impositiva a las empresas, en lo que se 

refiere a un tributo que para este sector resulta vital, en estos momentos: el IMPUESTO 

GENERAL INDIRECTO CANARIO (IGIC). 

Aun cuando pudiera parecer un contrasentido hacer una petición sobre un tributo cuyo objeto 

es el gravamen de las transacciones al consumo, no lo supone por cuanto que la petición que 

pasamos a formular, tiene una relación directa con lo que constituye su objeto. La caída en 

picado de las líneas aéreas; la situación de los turoperadores al borde de la quiebra, cuando no, 

muchos lo harán en los próximos meses; y fundamentalmente el impago declarado por parte de 

los mismos de la facturación de los establecimientos turísticos por los servicios prestados a los 

clientes, durante los meses de enero, febrero y marzo, al margen de lo ya comentado, hace vital 

que se adopte esta medida, ya que los que sí supone un contrasentido es pagar un impuesto por 

una facturación no cobrada. 

La gran parte de las pequeñas y medianas empresas están sujetas a las declaraciones 

trimestrales del IGIC. Conforme al criterio de devengo vigente en la actualidad, la facturación 

del primer trimestre debiera liquidarse en el de abril, si bien, por haberlo dispuesto la reciente 

Orden de 31 de marzo de 2020, el plazo para la presentación de la misma se ha establecido al 1 

de junio de 2020 (27 de mayo para las domiciliadas). Sin embargo, se ha evidenciado que 

difícilmente el sector alojativo va a poder hacer efectiva la facturación correspondiente a los 

meses de enero, febrero y marzo del presente año, habida cuenta que la crisis está afectando 

de igual forma a los Operadores turísticos, los cuales ya han puesto de manifiesto la 

imposibilidad de atender a dichos pagos, como apuntábamos anteriormente. La situación es 

más crítica cuando se trata de empresas que ya han hecho las correspondientes liquidaciones a 

dichos meses, por su obligación de hacerlas con periodicidad mensual.  

Sentado lo anterior, la propuesta que hacemos se concreta en modificar el criterio del devengo 

para la liquidación del impuesto, por el de caja, con lo que, en el caso de las liquidaciones 

trimestrales, las empresas únicamente liquidarían el impuesto si percibieran el ingreso 

correspondiente a la facturación emitida. Para las empresas con obligación de liquidación 
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mensual, procedería la devolución de las cantidades anticipadas a la hacienda, bajo el mismo 

criterio expuesto. 

Demandamos del Gobierno de Canarias, las gestiones necesarias, en orden a que dichos 

operadores hagan efectivo el pago de la facturación correspondiente al citado trimestre. 

 

IV. En el ámbito socio-laboral. 

- Como primera consideración, al menos para el sector de alojamiento turísticos, habida 

cuenta de las especiales circunstancias que en el mismo concurre, como es el hecho de 

que su recuperación va a depender de forma muy directa de cómo lo hagan los 

mercados emisores de turistas; la recuperación económica de los potenciales usuarios; 

la de la confianza a viajar sin el temor a nuevos contagios; la de las compañías aéreas, 

en estos momentos muy maltrechas; y la pervivencia de los Intermediarios Turísticos, 

hace que de manera evidente, la superación de la crisis sanitaria, entendida ésta en el 

sentido más estricto, no será suficiente. 

Por ello consideramos necesario, pese a que este discurso parece que ha calado en la 

opinión general, a todos los niveles, la EXTENSIÓN DE LA CAUSA DE FUERZA MAYOR, y 

con ella las de los actuales Expedientes de Regulación Temporal de empleo (ERTEs), a 

un periodo temporal que debe ir más allá de la declaración formal de la finalización del 

vigente Estado de Alarma, actualmente sujeto a sucesivas prórrogas. 

Las previsiones actuales auguran la posibilidad de inicio de la actividad, para después 

del verano de este año. 

Por consiguiente, enmendamos la Disposición Final Primera del Real Decreto-Ley 

9/2020, de 27 de marzo. 

- Asimismo y dentro de las medidas laborales excepcionales contempladas en el Real 

Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo, consideramos necesario enmendar el contenido 

de su Disposición Adicional Sexta, titulada “salvaguarda del empleo”, en orden a 

establecer la obligación del mantenimiento del empleo durante seis meses, una vez 

finalizado el “Estado de alarma”. 

La precaria situación en que pueden quedar las empresas, si acaso las que puedan 

superar esta etapa, y sobre todo la incertidumbre de los que pueda acontecer en el 

futuro inmediato, obliga a un replanteamiento de esta pesada servidumbre. 

Por consiguiente, ABOGAMOS POR LA SUPRESIÓN DE LA CITADA DISPOSICIÓN 

ADICIONAL. 

- Para el caso de que el Gobierno del Estado accediera a la extensión de la causa de fuerza 

mayor, como justificación de los ERTES en el sector, sería necesario la derogación del 

artículo 5 del Real Decreto-Ley 9/2020, de 27 de marzo, relativo a la INTERRUPCIÓN DEL 
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PLAZO DE LOS CONTRATOS TEMPORALES, mientras estén vigente los Expedientes de 

Regulación Temporal de Empleo. 

Consideramos una medida fuera de lugar, que supuso una ruptura del devenir normal 

de los contratos temporales, donde las suspensiones de contratos, no suponía una 

interrupción del transcurso del tiempo de los contratos temporales. Esto supone 

conferir al régimen de estos contratos, un elemento artificioso y muy pernicioso, que 

tendrá como efecto, precisamente el contrario al que trata de evitar. 

- La EXENCIÓN DE CUOTAS A LA SEGURIDAD SOCIAL A LOS TRABAJADORES 

AUTÓNOMOS y una vez reiniciada la actividad, la aplicación de una tarifa reducida; así 

como INCORPORAR A LOS DENOMINADOS “ASIMILADOS AL RÉGIMEN GENERAL”, un 

grupo importante de trabajadores-directivos, que han quedado fuera de todo ámbito 

protector en esta crisis. 

- ERTES POR FUERZA MAYOR. – Al menos en el ámbito del sector turístico, el Gobierno 

del Estado debe conciliar dos situaciones: la fuerza mayor y la orden de reapertura de 

los establecimientos. 

Dando por válida la proposición de que la situación de fuerza mayor, como causa 

fundamental para la motivación de los actuales expedientes, se prorrogará en un 

espacio temporal más allá del formal levantamiento del Estado de alarma, 

consideramos que la eventual orden de reapertura de los establecimientos, no debe 

suponer la extinción de aquella causa. 

En tal sentido, la orden de reapertura de los establecimientos del sector, debe ser 

compatible con la situación de fuerza mayor, que como venimos preconizando, debe 

mantenerse hasta la recuperación de los niveles de conectividad aérea de la Región al 

momento inmediatamente anterior al inicio de la crisis sanitaria. 

Ello permitiría a las empresas (alojativas y restauración), ir reincorporando de forma 

paulatina a la actividad laboral, a los trabajadores afectos a los expedientes, a medida 

de su progresiva necesidad, lo cual sería una ayuda importante para el mantenimiento 

de los puestos de trabajo, al tiempo que simplificaría la tramitación administrativa, al 

no tener que resolver nuevos expedientes, lo que acontecería en el caso de vincular el 

fin de la fuerza mayor a la orden de reapertura de los establecimientos.  

 

V. Medida de control sanitario inminente. - 

- Mientras dure la emergencia sanitaria fuera del Archipiélago, exigir al embarque el 

pasaporte sanitario a los pasajeros que vuelen a Canarias (con un test Covid-19 no 

anterior a 72 horas) y hacer test Covid-19 al desembarque. 

- En esta línea, elaborar guías sanitarias de actuación para poder transmitir seguridad a 

los visitantes con unos protocolos claros y eficientes. 
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VI. Medidas interadministrativas.  

- Propiciar desde el Gobierno de Canarias que el MINISTERIO DE TURISMO FORME PARTE 

DEL ‘NÚCLEO DURO’ de los departamentos que el Gobierno de España considera 

esenciales (autoridades competentes delegadas) en esta crisis: Sanidad, Defensa, 

Interior y Transportes. Consideramos difícil de entender que un sector vital para la 

economía del país, que representa casi el 14% del PIB (153.000 millones de euros), con 

más de 2,5 millones de personas ocupadas, en las diferentes actividades vinculadas al 

turismo, y hasta 7 millones de empleos sumando los indirectos, no esté integrado en 

ese equipo clave en la toma de decisiones en el seno del Consejo de Ministros. 

 

VII. Medidas tras la superación de la crisis sanitaria 

La previsible superación de la crisis sanitaria, podrá tener lugar durante el presente año, lo que 

no quiere decir que las empresas hayan recobrado el pulso a su actividad. Por ello, la prudencia 

obliga, al menos durante un espacio temporal amplio, EL MANTENIMIENTO DE LAS MEDIDAS 

PRECEDENTES, lógicamente aquellas que se hubieran adoptado con carácter transitorio.  

Teniendo en cuenta lo que antecede, proponemos las medidas subsiguientes:  

- La REDUCCIÓN DEL TIPO GENERAL DEL IGIC AL 3,5%, con efectos para el ejercicio 2021 

y siguientes, hasta que el sector alojativo haya recuperado el nivel de conectividad 

aérea, al menos en un entorno aproximado al que se tenía en el periodo 

inmediatamente anterior al inicio de la crisis sanitaria. 

- Superada la emergencia sanitaria, SUBVENCIONAR LOS VUELOS A CANARIAS PARA 

ACELERAR LA RESTITUCIÓN DE LA CONECTIVIDAD AÉREA. 

- En Esta misma línea, la adopción de las medidas necesarias para BONIFICAR LAS TASAS 

AEROPORTUARIAS. 

- Realizar CAMPAÑAS, PROMOCIONES y mensajes, sean generadores de confianza y 

seguridad para los futuros usuarios o consumidores, EN TODOS LOS ÁMBITOS DEL 

SECTOR. 

 

VIII. Estructura del sector de alojamiento turístico.  

Consideración de relevancia, habida cuenta que la gran parte de la planta de alojamiento 

turístico extrahotelera tiene una estructura propietaria atomizada, que tienen cedida su unidad 

de alojamiento, generalmente a una empresa que gestiona el establecimiento, lo cual debe ser 

tenido en consideración por el Gobierno de Canarias en la adopción de cualquier medida 

dinamizadora, especialmente en la adopción de medidas de tipo financiero. 
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Renovación de zonas turísticas 

 

Deben arbitrarse fórmulas que, además de establecer los medios precisos para apoyar y 

anticipar la puesta en marcha de nuestra actividad e industria, aprovechen el impasse para tener 

nuestro destino turístico preparado y convenientemente posicionado en un mercado 

internacional enormemente herido y que consigan colocar a Canarias como destino seguro.  

En el ámbito de la actividad turística el periodo sin actividad en el que nos encontramos inmersos 

ofrece una magnífica oportunidad para abordar la ansiada recualificación de nuestros núcleos 

turísticos y de nuestro destino cuya ejecución incidiría directamente en la generación de empleo 

y reactivación económica inmediata. 

En este caso, la siempre importante renovación no se trataría solo de mera renovación de 

establecimientos y de urbanizaciones turísticas, sino que se trata de renovación con la que 

abordar la imprescindible adaptación de los establecimientos turísticos a la nueva situación 

sanitaria y las nuevas demandas en “espacios de seguridad” que requieren el incremento de 

superficie de los espacios comunes, la adecuada sectorización de espacios, la mejora de las 

zonas comunes e instalaciones complementarias que garanticen la seguridad de los clientes, y 

la satisfacción de la nueva demanda de incremento de espacios comerciales o de uso 

complementario abiertos, requerimientos todos ellos que, en definitiva, precisan mayores 

superficies para atender un menor número de clientes, y que se traduce en la necesidad de 

mayor edificabilidad y otros parámetros urbanísticos. 

De este modo, la renovación con la implementación de los incentivos adecuados se configura 

como la herramienta fundamental de efecto exponencial para conseguir garantizar el 

posicionamiento adecuado de nuestro destino en el mercado y la generación de empleo 

inmediato, o que de lo contrario puede suponer la pérdida de la competitividad y credibilidad 

ante los turistas, los turoperadores y el mercado nacional e internacional y el sometimiento a 

un declive que resultaría determinante del fatal destino de nuestro futuro.  

Para el desarrollo eficaz de la renovación en el escenario actual, con el compromiso y la 

necesaria colaboración público-privada, resulta preciso ajustar los objetivos que perseguimos y 

los medios de que disponemos mediante la adopción de medidas extraordinarias que permitan 

con carácter urgente el ajuste transitorio de la legislación para la habilitación directa de 

incentivos para las actuaciones de renovación de establecimientos turísticos y renovación de las 

urbanizaciones turísticas y que establezca los procedimientos convenientes para garantizar que 

la obtención de los títulos habilitantes para la ejecución de los proyectos y la efectiva ejecución 

de los mismos se desarrolle y finalice en el periodo sin actividad del que disponemos.  
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Atendiendo a que la legislación canaria contempla una serie de incentivos que, con carácter 

general, y particularmente los relativos a los parámetros urbanísticos, no resultan directamente 

aplicables, y que requieren la previa tramitación y aprobación de instrumentos de ordenación 

en los que tales incentivos se concreten y efectivamente se habiliten, y que atendiendo a los 

plazos previsibles de vacío de turistas resultan superiores al tiempo eficaz para la adecuada 

implementación de los incentivos, obtención de títulos para la ejecución de las obras y ejecución 

de las mismas, parece conveniente comenzar a esbozar opciones cuya habilitación permitiría 

resolver ágilmente la tramitación necesaria de los instrumentos y títulos habilitantes precisos 

para abordar la ejecución de un proceso de renovación de los establecimientos y núcleos 

turísticos de nuestro archipiélago y que a modo de ejemplo podrían consistir en los siguientes: 

I. La aprobación de normas sustantivas transitorias por el Gobierno de Canarias de 

“Actuaciones excepcionales promovidas por el Gobierno autonómico” como medida 

excepcional, por la concurrencia de las actuales circunstancias indiscutiblemente de interés 

público, social y económico de gran relevancia de la modificación o adaptación de parte del 

contenido de los instrumentos de ordenación vigentes en los distintos municipios turísticos del 

archipiélago para la habilitación de los incentivos aplicables para acoger los proyectos de 

renovación de los establecimientos y renovación urbana de las urbanizaciones y núcleos 

turísticos consolidados en los términos previstos en el artículo 168 de la Ley 4/2017, de 13 de 

julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias. 

 

II. La promoción por el Gobierno de Canarias de la aprobación por los ayuntamientos de 

“Ordenanzas Provisionales municipales” ante la extraordinaria y urgente necesidad pública e 

interés social de carácter sobrevenido que introduzca la modificación de la ordenación 

urbanística para la aprobación con carácter provisional de ordenanzas municipales que habiliten 

incentivos aplicables para acoger los proyectos de renovación de los establecimie ntos y 

renovación urbana de las urbanizaciones y núcleos turísticos consolidados en los términos 

previstos en el artículo 154 de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales 

Protegidos de Canarias. 

 

III. La modificación por Decreto del Gobierno de Canarias de la relación de actuaciones 

sujetas a comunicación previa, del artículo 332 de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de 

los Espacios Naturales Protegidos de Canarias, permitiendo por comunicación previa y sin 

precisar licencia urbanística las actuaciones previstas en los apartados a y b del mismo siempre 

que se refieran a actuaciones de renovación de las que se prevean expresamente por la actual 

situación de crisis sanitaria. 

 

IV. La consideración de los proyectos de renovación amparados por las “Actuaciones 

excepcionales promovidas por el Gobierno autonómico” o por las “ordenanzas municipales 
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provisionales” como “actuaciones amparadas por otro título habilitante” previstas en el 

artículo 331 de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de 

Canarias. 

 

Actividades anexas al sector turístico. Sector de turismo de reuniones, 

viajes de incentivo, convenciones, congresos y ferias (MICE). 

 

Las empresas del sector MICE (Meetings, Incentives, Conventions, Exhibitions) está 

especializado en el diseño y producción de eventos corporativos en las Islas Canarias, como 

pueden ser viajes de incentivo, congresos y / o ferias, y presta servicio al promotor (empresas/ 

asociaciones/ instituciones) con todos los recursos que puedan necesitar para el desarrollo de 

su evento, como centro de reuniones, medios audiovisuales, decoración, personal, alojamiento, 

montajes efímeros, transporte y organización, entre otros. 

El turismo corporativo, como también se denomina, cuenta entre sus mercados de origen un 

alto porcentaje de turistas procedentes de países de la Unión Europea, como Alemania, Países 

Bajos, Francia, Suecia o Reino Unido entre otros. 

Según los últimos datos publicados por Promotur, adscrita a la Consejería de Turismo del 

Gobierno de Canarias, referidos al año 2018, este sector contribuyó al mantenimiento de la 

presencia de Canarias en sus mercados clave y atrajo a más de 200.000 turistas a las Islas. La 

facturación directa de eventos nacionales e internacionales en las islas se estimó en 178 millones 

de euros en el citado año y cuenta con una capacidad de creación de empleo directa e indirecta 

en las Islas Canarias que abarca todos los sectores del sector turístico durante la totalidad del 

año, beneficiándose tanto económicamente como a nivel de promoción turística, ya que 

promoción el destino turístico de Canarias entre viajeros que de otra manera no hubieran 

visitado el destino, y que estos a su vez se conviertan en promotores del mismo. 

Debido a estas circunstancias, se trata de un sector especialmente afectado por las limitaciones 

a la recepción de turistas impuestas tras el Decreto de alarma, y sus efectos se trasladarán aún 

más allá de la finalización del periodo de alarma decretado. Se espera que su recuperación se 

demore en el tiempo, habida cuenta de que dependerá no solo de la reanudación de los vuelos 

y llegada de turistas, sino también de que las medidas sanitarias permitan la reunión de 

colectivos y grupos numerosos. 

En este sector cobra una importancia capital adoptar medidas que confieran mayor flexibilidad 

a las empresas para superar los efectos de la caída de la actividad, como pueden ser:  
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- Resulta de especial trascendencia la extensión de la causa de fuerza mayor a los 

Expedientes de Regulación Temporal de empleo (ERTEs), así como la exoneración de 

las cuotas a la Seguridad Social a un periodo temporal que debe ir más allá de la 

declaración formal de la finalización del vigente Estado de Alarma, actualmente sujeto 

a sucesivas prórrogas. 

 

- Proponemos campañas de difusión y promoción del destino como destino seguro. 

Creación de campañas específicas de comunicación sobre las garantías del país y 

promoción de corta distancia, manteniendo contactos directos con aeropuertos y 

autoridades con poder de decisión a la hora de restringir el movimiento de personas.  

 

- Proponemos vías de compensación para cubrir pérdidas derivadas de la cancelación 

de reservas. 

 

- Proponemos exenciones fiscales por descenso de actividad. 

 

Sector del Automóvil y distribución comercial 

 

Consideramos que la ruptura de stocks por problemas en la cadena de suministro puede ser un 

problema muy importante para Canarias, especialmente en el caso del transporte marítimo, 

dada la situación del archipiélago que, a diferencia del territorio continental, no cuenta con 

alternativas para el aprovisionamiento como el ferroviario o por carretera.  

Respecto a la situación del suministro de recambios y repuestos, la situación es similar y aunque 

se utiliza la vía aérea para determinados materiales, en caso de urgencia o exigencia de mayor 

celeridad, los costes añadidos del transporte aéreo son más elevados.  

Ante el riesgo de roturas de stocks y paralización total o parcial de la actividad, proponemos 

Igualmente medidas de apoyo a las empresas que puedan estar directamente afectadas y tal 

situación paralice total o parcialmente su actividad:  

 

- Proponemos facilitar el incremento de flujos en la introducción de mercancías de origen 

continental, principalmente en la habilitación de días/horarios especiales de los 

servicios de inspección y control de las mercancías.  

 

- Proponemos garantizar el suministro dadas las peculiaridades del archipiélago a través 

de las suficientes conexiones marítimas. 
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- Proponemos medidas fiscales de apoyo. Reconsideración del pago impuestos. Pagos a 

cuenta del Impuesto Sobre Sociedades e IGIC, y ampliación de plazos para el pago de los 

impuestos de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y de 

Sucesiones y Donaciones.  

 

- Proponemos medidas de financiación de las operaciones para el supuesto de 

paralización de la actividad. 

 

- Proponemos la flexibilidad por la administración pública para los casos de contratos 

públicos de suministros que puedan verse afectados. Entrega de vehículos en fecha o 

contratos de servicios de mantenimiento de la flota pública contratada con las 

empresas. 

 

- Suspender o, en su caso, establecer una moratoria general sobre la obligación de  

quienes deben suministrar material o productos a terceros, incluida la Administración 

en contratos de obras, de suministros y de servicios, por causas no imputables a ellos  

debido a la parálisis de suministros que existe en el comercio internacional.  

 

- Proponemos una rebaja de los tipos del IGIC aplicable al sector del alquiler de vehículos 

asimilándolo a cualquier servicio vinculado al turismo como puede ser el mismo tipo que 

tienen los hoteles o, en todo caso, el mismo que se nos aplica en la compra del vehículo.   

 

- Proponemos la reducción de tasas portuarias y aeroportuarias vinculadas a la actividad 

económica y comercial, así como de gestión de espacios para la actividad del rent a car, 

debido a la menor demanda de viajeros. 

 

 

Tráfico portuario 

 

- Proponemos la exención de las tasas portuarias en general, de amarre, atraque, 

ocupaciones y señalización para todos los barcos, y mantener esta exención por un 

periodo de al menos 6 meses desde que comience de nuevo la actividad en situación de 

normalidad. 

- Exención de pago de cánones por concesiones y ocupaciones.  

- Facilitar la obtención de las exenciones de Practicaje para el futuro.  

- Reducción a las navieras de Gastos de estiba y Desestiba de mercancía que es para 

abastecimiento 

- Pago del coste de combustible a partir de la publicación del estado de alarma (Sábado 

14 de Marzo).   
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- Exención de tasas al pasajero y carga, reducirlas para fomentar el viaje al reducir precios, 

por un periodo de al menos 6 meses desde que comience de nuevo la actividad en 

situación de normalidad.  

 

Transporte terrestre 

El transporte discrecional de viajeros se ha visto paralizado y sin perspectiva de recuperación, 

y existe un riesgo grave de imposibilidad de retorno a la actividad sin ayuda pública.  

En el cuadro siguiente se muestra la situación de actividad que presentaba el sector a fecha 12 

de abril de 2020. 

 

La Consejería de Educación del Gobierno de Canarias no ha dado respuesta clara al sector acerca 

de qué tipo de medidas va a aplicar a la actividad del transporte escolar.  

Los contratos de transporte escolar de Canarias contienen una cláusula por la cual en caso de 

no realización de los servicios por causa no imputable al transportista se abonaría el 75% del 

precio.     

Sin embargo, con la suspensión de los contratos públicos derivada del estado de alarma la 

Consejería de Educación no ha adoptado un criterio sobre compensaciones económicas en 

Canarias, al contrario de otras comunidades autónomas en las que ya se han establecido las 

compensaciones al sector para que puedan ir tramitando la correspondiente facturación. 

El transporte escolar previsiblemente no retome su actividad hasta el próximo curso y en cuanto 

al transporte turístico tendrá una reactivación progresiva a medio o largo plazo, por lo que no 

existe capacidad de resistencia financiera de las empresas para ese período indeterminado.  

En las próximas fases de la crisis se mantendrá el control sobre los desplazamientos, se 

prohibirán las aglomeraciones y los viajes seguirán muy limitados, lo que alarga la crisis del 

transporte de pasajeros y aumenta la incertidumbre sobre su reactivación y recuperación de la 

 Modalidad de transporte % actividad 
(12-4-2020) 

 Transporte escolar 0% 

 Transporte turístico 0% 

 Transporte discrecional general 0.1% 

 VTC 0% 

 Transporte regular de viajeros 10%  
(La limitación legal es una 
oferta del 30% con un uso 

de 1/3 de las plazas) 

 Taxi 10% 

 Alquiler de vehículos sin conductor 0.1% 

 Transporte de mercancías productos esenciales 
(supermercados, servicios sanitarios, etc.) 

70% 

 Transporte de materiales y maquinaria de 
construcción 

0% 

 Transporte de otras mercancías  25% 

 Servicios de reparto a domicilio 70% 

 Transporte sanitario 100% 
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demanda, ejerciendo más presión sobre su liquidez y capacidad de supervivencia. Solamente 

tres partidas -personal, combustible y financiación de la renovación de flota- representan más 

del 85% de los costes, y las tres precisan de tesorería suficiente para hacerles frente y mantener 

vivas las empresas 

Las repercusiones en el empleo son evidentes. 

En consecuencia se proponen las siguientes medidas en el ámbito del transporte terrestre: 

- Dotación de liquidez a las empresas mediante el abono de compensaciones económicas 

por la suspensión temporal o parcial de los contratos públicos. 

- Aplazamientos sin intereses de impuestos y cuotas a la Seguridad Social.  

- Moratoria en las mensualidades de contratos de adquisición de flota.  

- Agilización de pagos comprometidos por las administraciones públicas.  

- Facilitar la paralización de gastos fijos de las empresas (pólizas de seguros, impuestos 

locales, tarjetas de transporte, etc.). 

 

Sector del Comercio 

- Carencia total durante un año para los negocios concesionarios,  como los quioscos 

urbanos.  

- Creación de un sistema de ayudas para el pago de los alquileres de los locales.  

- Apoyo a la creación y al desarrollo de actividades digitales enfocadas a la venta online, 

fidelización y entrega a domicilio 

- Afianzar una línea de actuación para la dinamización de la ciudad  

- Mantener la línea de subvención para la dinamización comercial en las Zonas de 

Comerciales Abiertas prevista para 2020, ante la necesidad de reactivar la economía y 

asegurar la actividad de las mismas 

 

Sector de la Formación 

 

- Dado que el estado de alarma se ha prorrogado por más de un mes, se propone 

concretar qué gastos se podrán incluir y cuáles no, en las diferentes convocatorias que 

en materia de formación para el empleo se vienen ejecutando, durante este periodo de 

suspensión, entre ellos el personal de apoyo que pueda aprovechar este periodo para 

elaborar memorias de justificación, la evaluación, etc.   

- El cierre obligado de establecimientos hoteleros, y el periodo incierto previsto para su 

apertura, genera incertidumbre sobre la realización del módulo de Formación en Centro 

de Trabajo que estaba prevista realizarse en estos establecimientos, y que son 

necesarias para la obtención de la titulación por parte de los alumnos.  
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- Mantener los fondos destinados a las Políticas Activas de Empleo, las cuales contribuyen 

a la formación de los trabajadores ocupados y desempleados y a la intermediación en el 

mercado laboral, recogiendo las ofertas de trabajo para cruzarlas con las demandas, una 

actuación crucial en el mercado canario dada nuestra condición de lejanía e insularidad, 

que limita la movilidad geográfica respecto al territorio peninsular. 

- Proponemos que una vez que el SCE reactive la formación, se conceda una prórroga de 

3 meses para poder realizar la impartición del módulo de Formación en Centro de 

Trabajo (FCT), una vez finalice la formación presencial en el aula.  

 

Sector de la Construcción 

 

Aunque se ha intentado avanzar en el ámbito de la contratación administrativa con el Decreto 

Ley 4/2020, lo cierto es que el avance ha sido tímido y no productivo. Existe soporte jurídico 

suficiente en la Disposición adicional tercera (suspensión de plazos administrativos) del Real 

Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (BOE número 67, de 14 de marzo de 

2020), modificado por Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo (BOE número 73, de 18 de marzo 

de 2020), que tras decretar en sus apartados 1 y 2 la suspensión de plazos administrativos con 

carácter general a todo el sector público, en sus apartados 3 y 4 admite las siguientes 

excepciones:  

“3. No obstante lo anterior, el órgano competente podrá acordar, mediante resolución 

motivada, las medidas de ordenación e instrucción estrictamente necesarias para evitar 

perjuicios graves en los derechos e intereses del interesado en el procedimiento y siempre que 

éste manifieste su conformidad, o cuando el interesado manifieste su conformidad con que no 

se suspenda el plazo. 

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, desde la entrada en vigor del 

presente real decreto, las entidades del sector público podrán acordar motivadamente la 

continuación de aquellos procedimientos administrativos que vengan referidos a situaciones 

estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma, o que sean 

indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los 

servicios.” 

Al respecto, en conjunción con la necesidad de mitigar el impacto social y económico de la crisis 

sanitaria y, por tanto, distorsionar lo mínimo posible la economía, constituye razón de peso 

suficiente para acordar la excepción y proseguir la tramitación de los procedimientos por 

resultar por ello tanto indispensable para la protección del interés general como para el 

funcionamiento básico de los servicios,  

De hecho el propio Decreto Ley 4/2020, de Presidencia del Gobierno de Canarias, por el que se 

toman medidas extraordinarias de carácter económico, financiero, fiscal y administrativo para 

afrontar la crisis provocada por el Covid, vuelca en su artículo 1 la respuesta al impacto del 

mismo, consolidando en toda la focalización de la norma la necesidad de adoptar medidas que 
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sostengan el empleo, la producción y el apoyo social. 

No cabe pues reserva alguna para adoptar las medidas necesarias para generar toda una suerte 

de economía virtual vinculada a las expectativas y certezas que pueden derivarse de las 

propuestas que a continuación se detallan como bloques estratégicos que, sin duda, se volcarán 

en la economía real de forma eficiente y eficaz.  

- Modificar el artículo 6 del Decreto-ley 4/2020, de medidas extraordinarias de carácter 

económico, financieras, fiscal y administrativas para afrontar la crisis provocada por 

el COVID-19, asumiendo las siguientes observaciones:  

 

a) Publicar/licitar todos los expedientes pendientes. 

b) Levantar la suspensión de los expedientes publicados con plazos suspendidos y proceder 

a reactivar nuevo plazo de presentación de ofertas. 

c) Proceder con los expedientes licitados y ofertas presentadas procediendo con su 

expediente hasta su adjudicación incluida. 

d) Contemplar un anticipo contra certificaciones posteriores o bien prestar aval de garantía 

de partida presupuestaria depositada. 

e) Utilizar el procedimiento de urgencia en los procesos administrativos preparatorios.  

f) Adopción de un Pliego de Condiciones (AECP tiene propuesta) que expulse las bajas 

desproporcionadas y garantice el principio legal calidad/precio. 

g) Establecer una relación de las obras a que se refiere el apartado del artículo 6 y 

procedimiento y calendario para su puesta en marcha. 

h) Agilización de pagos y puesta al día en las deudas que se mantienen con las empresas  

 

 

- Activar la edificación de viviendas: Publicar Decreto de desarrollo del Plan de 

Vivienda. 

 

a) Derogar la normativa obsoleta vinculada a la calificación y gestión de las viviendas 

protegidas, estableciendo condiciones básicas y preceptivas: quien puede promover, 

titularidad del suelo, condiciones de las ayudas públicas vinculadas, tanto a 

promotores como a usuarios, precio y perfil del beneficiario (hay una propuesta 

extensa presentada oficialmente). 

b) Acometer un plan inicial de edificación de viviendas públicas en arrendamiento: parques 

públicos de alquiler 

c) Activar las ayudas a la construcción y adquisición/arrendamiento de viviendas 

protegidas 

d) Firmar protocolo/convenio (resucitar el Convenio inicial que AECP y FEPECO 

suscribieron con la CCAA, incluyendo a VISOCAN y al ICAVI) a efectos de una ejecución 

ordenada. 

e) Metodología: cooperación público/privada. 

 

- Activar la Construcción de recursos sociosanitarios: convenios Cabildo ya suscritos 

a) Poner en circulación los fondos destinados al mantenimiento de plazas sociosanitarias 
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mediante la estimulación de la iniciativa privada (operadores sociosanitarios).  

b) Declaración genérica de estos recursos como “Recursos de Interés General” en Canarias. 

 

- Puesta en valor de la industria canaria de la construcción 

Aplicación de fórmulas que permita su participación directa en los procesos de inversión 

que se instauren. 

 

- Cabildos Insulares y Ayuntamientos: Acuerdos bilaterales 

Motivar al resto de Administraciones a proceder en materia de contratación de la misma forma 

propuesta para la CCAA. 

a) Promover acuerdos con los Ayuntamientos a efectos de que se otorguen las licencias 

mediante declaración responsable y, mientras, se activen ordenanzas municipales para 

externalizar el servicio de licencias mediante visados de verificación. 

b) Agilización de pagos y puesta al día en las deudas que se mantienen con las empresas.  

 

- Prever los pasos previos necesarios para absorber mano de obra indirecta: SCE 

  



  

25 

 

Sector Industrial  

 

- Poner en valor el carácter estratégico de la industria para Canarias. 

 

La crisis del COVID-19 ha puesto una vez mas de manifiesto la importancia estratégica que tiene 

la actividad industrial en los países y regiones al ser la responsable de proveer de una amplia 

variedad de productos para abastecer a la población en condiciones de calidad, volumen y 

continuidad.  

De hecho, gracias a la pandemia del CODIV 19 se han puesto de manifiesto dos factores claves, 

no solo para su solución a corto plazo, sino también en el futuro paradigma económico resultado 

de esta crisis global: el disponer de talento y capacidad de gestión y disponer de tecnología y de 

industrias que producen en sus fábricas sin estar a expensas de otros países que impidan 

exportaciones a terceros para asegurar el autoabastecimiento. Cada día conforme avanza la 

pandemia vemos que son aquellos países que más han apostado e invertido en los últimos años 

en desarrollar su industria, tecnología, I+D+i y talento los que no sólo mejor están afrontando 

esta crisis (China, Corea del Sur, Singapur, Taiwan, Japón y Alemania), sino los que salen también 

antes y más fortalecidos. 

En el caso particular de Canarias, la industria fue uno de los primeros se ctores en evaluar el 

impacto del COVID-19 en sus centros productivos, en su aprovisionamiento y en especial en la 

seguridad y salud de los trabajadores, estableciendo planes de contingencia y revisando su 

evaluación de riesgos incluyendo el COVID-19 como un nuevo riesgo que originó el 

establecimiento de medidas estrictas en cuanto a organización de los turnos de trabajo, 

distancia entre empleados, suprimir viajes y reuniones presenciales, implantar sistemas de 

teletrabajo, entre otras medidas y sobre todo dotar de los EPIS adecuados para realizar la 

actividad productiva y anexa a ella (distribución, comercial, etc.).  

Asimismo, por nuestras propias características que definen nuestro sector (estable, con 

inversión continua, que se integra en el territorio, mayor cualificación, planificación y mejor 

gestión) las industrias han sido capaces de atender los picos de demanda de bienes de consumo 

doméstico garantizando el suministro, cuando se ha roto la cadena logística en la importación.  

Las industrias han mantenido sus centros productivos a pleno rendimiento, contando para ello 

con el compromiso y colaboración absoluta de los trabajadores, que han respondido con 

responsabilidad e implicación a este reto. Igualmente, hemos correspondido al llamamiento 

realizado por el sector de la distribución y el primario, que han requerido de nuestra máxima 

colaboración.  
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Por otra parte, las industrias han actuado de forma inmediata y solidaria al llamamiento 

realizado por la Administración para proveer de alcohol para uso sanitario, producir 

desinfectantes y EPIS. Para responder a este reto se han generado sinergias entre industrias, 

colaborando las destilerías de alcohol con la industria química y cosmética para producir 

desinfectantes, hidroalcohólicos de superficies y manos y biocidas. 

Por ello, es vital destacar y poner en valor que a pesar de la situación en la que las industrias se 

encuentran, en la que preocupa sobre todo la seguridad de los trabajadores, se ha hecho un 

esfuerzo por seguir produciendo y garantizando el suministro a todas las superficies de 

distribución, hospitales, organismos, etc.  Ahora más que nunca se demuestra la solidez del 

sector, lo estratégico y esencial que es. 

Asimismo, nos gustaría destacar que el sector industrial, pese a la delicada situación que está 

atravesando (pérdida de la demanda del sector HORECA, Turístico, sector de la construcción, 

etc.) ha asumido un papel de responsabilidad, entendiendo que todos los sectores nos 

encontramos en una situación similar y hemos de aunar esfuerzos y sumar, lo que demuestra 

una vez más la madurez y solidez del sector que ha superado crisis tan graves como la de 2008.  

La industria ha sido y es un sector solidario, comprometido e imprescindible en cualquier 

momento, pero especialmente en los momentos críticos, y por eso hay que apoyar al sector 

industrial para que siga existiendo y creciendo con Canarias cuando se supere esta crisis.  

Para ello, consideramos vital trabajar desde la Consejería de Industria del Gobierno de Canarias 

en el desarrollo de una campaña de sensibilización con el Parlamento, Grupos Políticos y el resto 

de Consejerías del Gobierno de Canarias, incluyendo a GMR y PROMOTUR, para poner en valor 

la labor realizada por el sector industrial canario garantizando el abastecimiento de productos  

esenciales y volcándose con la producción de materiales sanitarios para hacer frente al COVID 

19.  

La Consejería, que ya defendió la calificación de la industria como sector esencial al inicio de 

esta crisis, debe hacer valer nuestro carácter estratégico, lo solidario que ha sido y nuestro papel 

garantizando el suministro a la población, para que se tome en consideración nuestras 

demandas actuales y para cuando pase esta situación se siga considerando a nuestro sector 

como esencial. 

- Incrementar la Ficha Presupuestaria de las acciones de Comunicación de la Marca 

Elaborado en Canarias en los Presupuestos de Canarias. 

La Consejería de Industria ha sido sensible al llamamiento que ASINCA hizo hace algunas 

semanas, y ha empezado a trabajar con nuestra Asociación en el desarrollo de una campaña que 

visibilice el papel realizado por la industria durante la crisis del COVID y que impulse el consumo 
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de todos los Productos Elaborados en Canarias, de todas las ramas de actividad, pues esta crisis 

ha afectado a todos por igual.  

Sin embargo, debemos pensar más allá del corto plazo, y que al igual que la Consejería de 

Turismo, Industria y Comercio del Gobierno de Canarias ha afirmado que va a incrementar el 

gasto en acciones de comunicación que pongan en valor el destino Canarias, incluso entre los 

propios canarios, es fundamental también redoblar las acciones de comunicación de la Marca 

Elaborado en Canarias, pues hemos de llamar aún más la atención sobre la necesidad de 

consumir productos elaborados en nuestras islas por nuestra gente, pues la sociedad canaria 

saldrá beneficiada de estas campañas, dado que la industria sigue siendo a día de hoy el sector 

que más economías de arrastre produce sobre otros sectores económicos (primario, comercial, 

logístico, etc.)  

Las Campañas de comunicación de la marca y el resto de actuaciones que desarrollamos, 

siempre han contado con la financiación de las industrias canarias, quienes de forma solidaria 

contribuyen para financiar las distintas acciones. Sin embargo, hemos de pre ver que como 

consecuencia de la crisis de la COVID la aportación industrial a las campañas y al resto de 

acciones no pueda mantenerse, pues tendrán que destinar sus limitados recursos a otras 

prioridades.  

Por ello, es el momento de que la Consejería de Industria asuma un mayor protagonismo en la 

financiación de las acciones de promoción de los Productos Elaborados en Canarias, 

potenciando la marca que identifica a todos los Productos que son originarios o han sido 

producidos en las islas Canarias, los cuales crean empleo, valor añadido, riqueza y un mejor 

futuro para las islas. 

- Aprovechar las sinergias que proporciona que las competencias para promover el 

Comercio, el Turismo y la Industria estén integradas en la misma consejería.  

 

El sector industrial ve una oportunidad que las competencias para apoyar a la industria, al 

comercio y al turismo recaigan en la misma consejería, pues crea las circunstancias adecuadas 

para diseñar de forma integral estrategias que beneficien a los 3 sectores, que son los más 

importantes de la economía canaria.  

En este sentido, queremos plantear la necesidad de que las campañas de comunicación que está 

realizando la Consejería en el área de Turismo durante todo el estado de alarma y a su 

finalización tengan en cuenta a los Productos Elaborados en Canarias y al comercio local. 

El destino Canarias es un destino integral, y los visitantes valoran la oferta de productos 

elaborados por las empresas industriales y artesanas, por tanto, no podemos entender que se 
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realicen campaña animando a consumir productos en tanto se vuelve a la normalidad, sin 

señalar que éstos sean elaborados en Canarias.  

Asimismo, y partiendo del convencimiento de que se debe apoyar al sector turístico, sobre todo 

porque la activación turística no se realizará de forma inmediata, consideramos que a la hora de 

articular las medidas de apoyo para activar el destino Canarias, se premie y se aporte más ayuda 

a aquellos complejos turísticos que incrementen sus compras de productos locales, tanto del 

sector primario como de los elaborados en Canarias.  

Por otra parte, en cuanto a la promoción en el punto de venta, creemos que la realización de las 

campañas para favorecer el comercio se debe potencial el producto elaborado en Canarias, 

como se hace desde la Consejería de Agricultura a través de GMR. 

- Generar de forma urgente liquidez para las industrias canarias.  

 

Muchas industrias se han visto forzadas a realizar ERTES, pero la mayor parte de las industrias 

por convencimiento y por haber sido catalogadas como actividades esenciales se mantienen 

operando a pleno rendimiento, pero afrontan una importante reducción de  ventas e impagos 

que las están llevando a una delicada situación.  

Asimismo, los costes salariales del permiso retribuido recuperable decretado por el Estado lo 

afrontan las empresas, pese a no percibir ingresos durante ese periodo y venir de una situación 

en la que las empresas han afrontado cuantiosas pérdidas desde el origen de la crisis y la 

publicación del RD 463/2020.  

Por tanto, las empresas industriales están sometidas a una terrible situación financiera, 

agravada por no haberse condonado los impuestos de forma generalizada, ya que el IGIC se 

pospuso solo para las empresas que habían ingresado menos de 6 millones de € en 2019.  

Por ello, de forma general solicitamos al Gobierno de Canarias y al resto de corporaciones locales 

que pospongan los plazos de cobro de los impuestos a todas las empresas en tanto se supere 

esta crítica situación.  

Por otra parte, si bien la línea de avales que está articulando el Gobierno de España a través del 

ICO es una vía muy importante para ayudar a las empresas a disponer de liquidez, consideramos 

que el Gobierno de Canarias debe desarrollar sus propias líneas de financiación que provean de 

liquidez inmediata a las industrias canarias y a coste 0. De esta manera, proponemos que las 

líneas de SODECAN se adapten a la situación excepcional y se convoquen a tipo de interés cero, 

lo cual puede ser factible a través de un acuerdo excepcional del Consejo de Gobierno.  
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Asimismo, proponemos crear una línea específica que provea de liquidez a las industrias para 

poder mantener el desarrollo de la actividad industrial y afrontar los costes fijos que las 

industrias asumen como son nóminas, seguros sociales, aprovisionamientos, transportes, y 

financiar los cobros impagados que ya estamos sufriendo y los proyectos que haya que 

acometer.  

Estos préstamos o créditos deben tener además condiciones especiales para las industrias 

canarias, como limites mayores de disponibilidad, plazos más amplios para su devolución, pues 

los proyectos industriales requieren de más tiempo para su ejecución y retorno de inversiones 

y menores costes y tipo cero, entre otras.  

Tanto para poder posponer y/o condonar los impuestos como para crear líneas de créditos 

blandos específicas consideramos adecuado utilizar el superávit del Gobierno de Canarias, de 

los Cabildos Insulares y resto de corporaciones locales y el Fondo de Desarrollo de Canarias, 

FDCAN, que ya el Gobierno había anunciado antes de esta crisis la necesidad de modificar sus 

criterios pues no estaban destinándose a las iniciativas que necesitaba nuestra economía y 

sociedad.  

Igualmente, solicitamos que las medidas que se adopten para inyectar liquidez a las empresas, 

bien sean a través de créditos o suspensión y prórroga de impuestos, se adopten con carácter 

general para todas las empresas sin discriminar por tamaño, pues la crisis del COVID ha afectado 

por igual a todas las empresas. 

- Considerar las condiciones particulares de las industrias en los ERTES.  

 

Entre las medidas extraordinarias adoptadas frente al COVID-19 destacamos como una de las 

más efectivas las relacionadas con la posibilidad de aprobar expedientes de regulación temporal 

de empleo y reducciones de jornada (ERTEs) durante algunos meses, procediendo a la 

reincorporación del personal a los mismos puestos de trabajo cuando mejore el con texto 

económico. 

Sin embargo, desde el punto de vista del sector industrial consideramos que es preciso dar 

mayor amparo legal y seguridad jurídica a las empresas industriales en los ERTEs que no se 

motivan por causa de fuerza mayor, sino por reducción de la actividad, ya que tienen un 

tratamiento menos favorable en cuanto a las bonificaciones a la seguridad social. Por tanto, se 

ha de poner en cocimiento de la consejería de empleo la necesidad de dotar del mismo 

tratamiento a las empresas afectadas por ERTES con motivo del COVID. 

Asimismo, hemos de considerar que una vez se levante el estado de alarma, cómo se trasladan 

estos expedientes a los de causas organizativas o económicas que como saben continuarán 
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siendo inciertas, de manera que se resuelva con la mayor flexibilidad posible. En este sentido, 

solicitamos el mismo tratamiento que desde las sectoriales turísticas se está demandando para 

el sector turístico y actividades vinculadas de restauración, comercio y ocio en núcleos turísticos, 

de forma que se posibilite el mantenimiento de la suspensión de la apertura de hoteles tras el 

levantamiento del estado de alarma, y que esa suspensión renueve la condición de fuerza mayor 

lo que permita el mantenimiento de ERTE’s. Debido a la gran dependencia de la economía 

canaria del sector turístico, que supone casi un 40% del PIB, parece razonable que en la 

Comunidad Autónoma de Canarias se vea reconocida la singularidad de que toda esa actividad 

se va a ver reducida en tanto no se reestablezca el primer sector económico (la propia Consejera 

ha avanzado que no se restablecerá la actividad turística hasta el próximo invierno). Por tanto, 

consideramos vital vincular la solución que se adopte para las empresas turísticas al resto de 

sectores afectados por el mantenimiento del cierre del sector turístico, proporcionado el mismo 

tratamiento a todas las actividades vinculadas al turismo. 

- Publicar a la mayor brevedad las bases y la convocatoria de la línea de Subvención 

de Modernización de la Consejería de Industria del Gobierno de Canarias y mejorar 

las condiciones de las bases.  

 

La difícil situación que estamos afrontando por el COVID-19 está llevando a muchas empresas a 

tener que tomar decisiones complicadas poniendo en peligro muchos proyectos de inversión 

que estaban ya realizándose, y otros a punto de comenzar. Estos proyectos que ya eran muy 

importantes antes de esta crisis, ahora son fundamentales para mejorar la competitividad de las 

industrias canarias o adaptarse a la transformación digital, que como hemos podido constatar 

es indispensable para poder gestionar y adaptarse a estas nuevas circunstancias que hasta hace 

muy poco parecían impensable. 

Por ello, consideramos que ahora más que nunca es vital que la Consejería de Industria publique 

a la mayor brevedad las nuevas bases de la línea de modernización de Pymes Industriales y su 

convocatoria.  

Dado que el DECRETO ley 4/2020, de 2 de abril, de medidas extraordinarias de carácter 

económico, financieras, fiscal y administrativas para afrontar la crisis provocada por el COVID-

19. permite en su artículo 11.6 que se podrá suspender, prorrogar y modificar el cumplimiento 

de las condiciones de justificación de las subvenciones, se aplique de forma efectiva y se 

comunique a los beneficiarios de la Convocatoria de Modernización y Diversificación del Sector 

Industrial 2019 y de forma general y excepcional se exima del cumplimiento de las condiciones 

impuestas en la Resolución de Concesión de mantenimiento de empleo y creación de empleo, 

ya que como hemos indicado anteriormente la caída de la demanda ha sido muy grande, 

superando incluso en algunos sectores vinculados al canal HORECA, Turismo y construcción, 
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hasta el 80% y es evidente que ante esta situación las industrias tendrán que evitar la renovación 

del personal eventual y quizás tener que tomar otras medidas de reducción de personal para 

poder subsistir hasta que se vuelvan a los niveles que habían antes de marzo de 2020.  

De igual forma, también solicitamos que se amplíe tanto el plazo de ejecución y como de 

justificación final de la convocatoria de 2019 y de 2020 hasta el 30 de diciembre de 2021.  

Asimismo, la primera anualidad de la convocatoria de 2020 deberá ampliarse, en un plazo que 

sea razonable en relación a la duración de esta crisis de la COVID-19 y las dificultades que puedan 

surgir derivadas de sus consecuencias (Problemas con los proveedores, cierre de otros mercados 

con posterioridad al levantamiento de la declaración de alarma, etc…) de tal forma que los 

proyectos puedan finalizarse con suficiente garantía y seguridad para las empresas. Estimamos 

que como mínimo hasta el 31 de enero de 2021, o el plazo máximo que se permita para cerrar 

la ejecución del presupuesto del año 2020.  

Hay que dotar de más recursos para la línea de modernización y diversificación industrial hasta 

alcanzar como mínimo los 6.000.000 €. Esta línea va a favorecer proyectos de aumento de 

capacidad productiva, de diversificación, así como proyectos de transformación digital que se 

han constatado como fundamentales para la mejora de la competitividad de las industrias.   

En los últimos años sobre todo para los proyectos de más envergadura el % de subvención que 

se concedía era solo del 25 % cuando los límites permitidos por la Unión Europea son muy 

superiores. En esta situación actual si los % de subvención no se establecen como mínimo en el 

50% los proyectos corren peligro de no iniciarse con el consiguiente deterioro de la 

competitividad que ello va a suponer. Ahora es el momento de realizar una apuesta decidida 

desde el Gobierno y apoyar estos proyectos en su máximo porcentaje para ayudar a las 

industrias a salir reforzadas de esta crisis y poder estar en condiciones de competir una vez la 

situación vuelva a normalizarse a nivel mundial. 

- Necesidad de considerar los efectos de la COVID-19 en todas las convocatorias de 

subvenciones de la Comunidad Autónoma y del Estado a las que acceden las 

industrias canarias.  

Solicitamos que las medidas contempladas en el DECRETO ley 4/2020, de 2 de abril, de medidas 

extraordinarias de carácter económico, financieras, fiscal y administrativas para afrontar la crisis 

provocada por el COVID que permite en su artículo 11.6 que” se podrá suspender, prorrogar y 

modificar el cumplimiento de las condiciones de justificación de las subvenciones” y en el 11. 7 

según el cual el órgano responsable de la gestión de las subvenciones podrá establecer el 

anticipo de pago de las mismas, aun cuando no estuviera contemplado inicialmente, se apliquen 

a todas las ayudas que no siendo del ámbito de la Consejería de Industria, son sumamente 
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relevantes para el sector industrial, entre las cuales destacamos las siguientes ayudas: 

• Subvenciones mejora de la eficiencia energética y el uso de energías renovables en 

empresas y edificios residenciales, cofinanciadas con FEDER en el ámbito del Programa 

Operativo de Canarias. 

• Subvenciones a proyectos de inversión de pequeñas y medianas empresas en canarias 

para el año 2020. 

• Innobonos 2020 

Igualmente, también solicitamos que se agilicen lo máximo posible los procesos de tramitación 

de solicitudes, de concesión y de abono anticipado, para que estas ayudas se materialicen a la 

mayor brevedad, permitiendo la ejecución de estos proyectos que no sólo son beneficiosos para 

las industrias sino que generan efectos tractores y demanda de servicios en otros sectores 

económicos efecto dinamizador de la economía que en los próximos meses será fundamental 

para reducir el impacto del COVID-19 en Canarias 

En cuanto a las líneas del Estado de Incentivos regionales, según se establece en el REAL 

DECRETO 899/2007, de 6 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de los incentivos 

regionales, de desarrollo de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, modificado por el Real Decreto 

303/2015, de 24 de abril, por el que se modifica el Reglamento de los incentivos regionales, de 

desarrollo de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, aprobado por el Real Decreto 899/2007, de 6 

de julio, se establece la posibilidad de Liquidación a cuenta parcial.  

Dentro del plazo de vigencia, el beneficiario podrá solicitar ante la Comunidad Autónoma cobros 

a cuenta de la subvención, a medida que vaya justificando la realización de la inversión, siempre 

que así esté autorizado en la correspondiente Resolución Individual de Concesión. Aun cuando 

hayan percibido importes parciales de la subvención antes del final del plazo de vigencia, el 

beneficiario deberá cumplimentar lo establecido en el artículo 38 de este Reglamento.  En 

ningún caso se acordarán calendarios de inversión y de subvención asociados para expedientes 

cuyo importe de subvención sea menor de 1 millones de Euros. 

En estas condiciones excepcionales que ha provocado el COVID 19 hay que ir más allá de esta 

vía de Liquidación a cuenta parcial que presenta dificultades, siendo las más importantes que 

debía haber estado prevista en la Resolución Individual de Concesión, que requiere aval y se 

aplica únicamente para proyectos de más de 1 millón de euros. 

Para los proyectos concedidos existe ya unas cantidades que en muchos casos corresponden a 

proyectos que ya están ejecutándose y en los que las empresas han invertido mucho dinero, 

como vía para ayudar a las empresas a ganar liquidez, evitar más cargas bancarias y facilitar que 
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los proyectos en ejecución se terminen, sería una acción positiva facilitar que para todos los 

proyectos concedidos y los que se puedan conceder, lo cual es importante ya que hay proyectos 

pendientes de resolución que ya están finalizados, introducir un trámite extraordinario y ágil de 

abono anticipado por el total de la subvención concedida, eliminando además los requis itos de 

presentación de avales.  

Por otro lado, es fundamental decretar prórrogas automáticas para todos los proyectos cuya 

vigencia finalizara en 2020 y prever el impacto que esta crisis va a tener en el cumplimiento de 

los requisitos que se introducen en las Resoluciones de concesión en particular las referidas al 

mantenimiento y creación de empleo, así como los fondos propios. Con la experiencia que ya 

contamos de la crisis de 2008, muchos proyectos que se ejecutaron en su totalidad perdieron la 

ayuda, al no contar esta línea con mecanismos que permitan flexibilizar condiciones que tiene 

en el empleo y en los fondos propios. Estas ayudas desde que se solicitan hasta que se justifican 

suelen llevar varios años con lo que nos encontramos con que condiciones impuestas en la 

Resolución que eran perfectamente asumibles por la empresa en ese momento, no lo son tras 

una crisis. 

Creemos que hay que actuar ya para evitar que las rigideces administrativas lleven a situaciones 

como las que estamos viviendo y podamos preparar mecanismos flexibles para que los 

proyectos que se han ejecutado o estén a punto de terminarse, puedan obtener la ayuda, que 

en los tiempos actuales son de gran necesidad. 

Finalmente, volvemos a incidir en la necesidad de que las ayudas de REINDUS, cuando se 

convoquen para 2020 tengan en cuenta el impacto en las cuentas de resultados que está 

teniendo esta crisis y flexibilicen para este año los requisitos económicos y se convoquen a 

interés cero, tal y como se hizo hace unos años, lo que motivó que desde Canarias se 

presentasen numerosos proyectos de inversión de las industrias.  

- Propuestas de Nuevas líneas de ayudas a crear por la Consejería de Industria para 

responder a la crisis del COVID-19: 

Proponemos crear una línea específica para subvencionar los gastos de infraestructura, software 

y colaboraciones externas que las industrias hayan tenido que afrontar para adaptarse al 

teletrabajo que ha impuesto la crisis del COVID 19.  

También proponemos financiar las inversiones que las industrias hayan realizado para reorientar 

producciones para facilitar productos que responden para luchar contra el coronavirus, como 

EPIS y productos desinfectantes.  

Proponemos crear una línea específica de subvenciones COVID-19, para compensar el coste de 

las medidas específicas de protección y de bajada de productividad que ha supuesto el COVID y 
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los costes derivados del cierre repentino de las industrias en Canarias y del cierre de sector 

turístico, HORECA y de la construcción similar al que se creó para el sector turístico con la 

quiebra de Thomas Cook. Los conceptos a subvencionar serían las pérdidas en materias primas, 

cancelación de pedidos de materia prima, cancelación de entregas, etc.  

Por otra parte, es vital que la Consejería de Industria apoye a todas las empresas en estas 

circunstancias excepcionales con independencia de su tamaño, pues todas las industrias están 

afrontando unas condiciones extremadamente graves con motivo de la COVID -19. Por ello, 

proponemos crear una convocatoria de subvenciones que complemente a la de modernización 

y diversificación de Pymes industriales destinada a las empresas Grandes, con conceptos 

subvencionables similares a la de la convocatoria de pymes. Esta reivindicación siempre ha sido 

planteada por el sector industrial en anteriores ocasiones, pero en las circunstancias 

excepcionales aún tiene más fundamento apoyar a las industrias canarias sin considerar su 

tamaño.  

Finalmente, una ayuda sencilla de articular, ya que se podría plantear como subvención directa 

a ASINCA, tendría como objetivo subvencionar los costes derivados de la adquisición de equipos 

de protección para la prevención del coronavirus en los trabajadores del sector industrial 

incluyendo los costes de adquisición de los propios equipos, el coste del transporte que debido 

a la urgencia seria mediante el flete de una avión de carga para los mismos y los demás costes 

adicionales que se pudieran generar para que los equipos lleguen a sus usuarios finales 

(aranceles, aduanas, transportes terrestres, certificadores del marcado CE, etc….). Asimismo, 

dadas las dificultades que nos encontramos las empresas actualmente para acceder a EPIS de 

forma inmediata para cumplir las nuevas obligaciones de protección de los ciudadanos, 

solicitamos que el Gobierno de Canarias ceda a la industria mascarillas tipo quirúrgicas para que 

los trabajadores puedan realizar sus desplazamientos a los centros de trabajo en condiciones 

seguras y realizar además la distribución de los productos a los puntos de venta.  

Esta acción es de extremada urgencia ya que a día de hoy no existe disponibilidad de estos 

equipos, y hay una demanda creciente al propagarse la epidemia del COVID-19 de forma 

creciente con lo que la acción debe ser inmediata y asumiendo costes importantes, ASINCA 

quien financiaría estos costes que luego mediante esta subvención serian devueltos, siendo una 

acción que redundaría en beneficio de todo el sector industrial.  

- Resolver cuanto antes las convocatorias de ayudas de Funcionamiento del Gobierno 

de Canarias y del Estado. 

Consideramos vital dar especial urgencia a la tramitación de la convocatoria, resolución y abono 

lo antes posible de las ayudas de funcionamiento que gestiona la Comunidad Autónoma de 

Canarias, ya que son gastos que las empresas ya han realizado y abonado en años anteriores, y 
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en circunstancias como las que nos encontramos son una inyección de liquidez muy necesaria 

para ayudar a las empresas.  

Entre estas ayudas destacamos las ayudas al transporte de mercancías, de la que se adeudan la 

compensación de los trayectos realizados en 2017 y 2018 y las ayudas a la recogida de la leche 

para elaborar productos lácteos y quesos, pues se adeuda la ayuda correspondiente a 2019.  

Entendemos que en la situación actual puede ser difícil agilizar estas resoluciones, pero la 

urgencia por disponer de liquidez para la continuación de la actividad y mantenimiento de 

puestos de trabajo exige generar medidas de emergencia, por lo que solicitamos que de forma 

urgente se articule algún mecanismo excepcional para que se anticipen las ayudas solicitadas a 

los beneficiarios, y cuando se resuelvan se procedería a solventar las deficiencias que pudieran 

haberse encontrado. 

Igualmente, se le ha solicitado a la Delegación del Gobierno en Canarias, que proceda a resolver 

cuanto antes las compensaciones al transporte de mercancías correspondiente a 2019. 

- Activar la Compra pública de los Productos Elaborados en Canarias y de las empresas 

locales vía concursos públicos y licitaciones: 

Hay que impulsar un acuerdo de Gobierno para incentivar en la compra publica y en las 

licitaciones de obra los productos elaborados en Canarias y a las empresas locales, para 

colaborar con el mantenimiento de la economía regional y poder compensar la pérdida radical 

del mercado que ha causado la crisis de la COVID 19, incentivando así a la industria de 

alimentación, bebidas, productos químicos y de uso sanitario, higiene y cuidado personal, la 

industria auxiliar de la construcción, etc.  

La Directiva de contratación permite introducir en los pliegos de contratos factores subjetivos 

para favorecer la adquisición de productos y servicios a empresas locales, como son considerar 

el km. 0, el empleo mantenido o creado en el territorio en el que se desarrolla la obra o se 

adquiere producto o servicio contratado, la sostenibilidad y el impulso de la economía local. 

Todos esos criterios permiten justificar la modificación de los pliegos y adaptarlos a la situación 

actual y dinamizar la economía regional. Asimismo, el Pliego de Condiciones de las 

contrataciones públicas debe expulsar las ofertas de bajas desproporcionadas y garantizar el 

principio legal calidad/precio. 

Igualmente, consideramos preciso activar la edificación de viviendas en Canarias y garantizar la 

ejecución del Convenio de Carreteras, dándole la oportunidad de participar a la industria auxiliar 

de la construcción de forma directa en las obras de iniciativa pública. 

Por tanto, ahora es el momento de que la Comunidad Autónoma de Canarias plantee un 
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tratamiento particular y poder gestionar directamente desde Canarias los concursos públicos 

solicitando excepcionalmente operar fuera de la plataforma nacional de contratación y 

licitaciones, lo que permitiría  desarrollar y aprobar de forma ágil e inmediata pliegos de 

contratación pública que incentiven a los sectores industriales canarios y a las empresas que 

incorporan los productos elaborados en Canarias, como es el sector de la construcción, que 

también se ha visto seriamente afectado por el parón de la actividad. De esta forma, se 

promoverían desde la iniciativa pública de forma directa a la economía generando sinergias que 

dinamizan la economía.  

- Posponer las iniciativas normativas que no tengan por objeto apoyar la economía 

local. 

El sector industrial ha liderado estos últimos años la aplicación de las medidas que tienen por 

objeto promover cambios normativos y sociales como han sido los ODS y las medidas para 

favorecer la transición ecológica y el desarrollo sostenible.  

No obstante, las circunstancias actuales llevan a empresas y administraciones a orientar todos 

sus recursos a superar esta situación y evitar la pérdida de tejido empresarial y de empleo. Por 

ello, es por lo que pedimos al Gobierno de Canarias que centre sus actuaciones en la emergencia 

económica y social que tenemos actualmente, postponiendo las iniciativas normativas que 

tengan que ver con la introducción de nuevas figuras impositivas relacionadas con el medio 

ambiente (impuesto verde) o normativas que atiendan la emergencia climática decretada.  

- Mejorar la acción comunitaria sobre las RUP. 

El aislamiento de los territorios RUP nos ha expuesto aún más a los efectos del COVID 19, pues 

en primer lugar afecto al transporte marítimo de mercancías, observando las industrias desde 

febrero un desvío de rutas y pérdida de conectividad, y un encarecimiento de fletes y 

limitaciones para acceder a contenedores.  

Asimismo, el turismo se ha visto claramente afectado, y se prevé una recuperación muy lenta 

del destino Canarias, en cuanto a llegada de turista, restablecimiento de vuelos, etc.  

Estos efectos del COVID se suman a las complicaciones que ya tienen las Rups por su propia 

condición ultraperiférica. Por tanto, la vulnerabilidad al impacto económico del COVID-19 es 

mayor en las regiones ultraperiféricas, territorios altamente dependientes de los flujos de 

personas (turistas) y mercancías (materias primas) del exterior. 

Por ello, consideramos que la UE y los estados de España, Francia y Portugal deben incorporar 

una financiación adicional a las RUP en los Fondos que está aprobando para luchar contra la 

crisis sanitaria y económica. 
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- Garantizar la logística y el suministro de inputs y materias primas industriales.  

Como resultado de la pandemia de COVID-19 se han producido picos notables en la demanda 

de muchas materias primas pues mientras China se abre al mundo se cierran otros países 

productores de materias primas que están siendo atacados en mayor medida por el COVID-19.  

Por ello, estamos constatando incrementos de precios de materias primas y de fletes desde que 

empezara la crisis del COVID por lo que en el contexto actual del COVID-19 es importante que 

reconozcamos la importancia de la industria canaria, y por ello pedimos el apoyo del Gobierno 

de Canarias para que se valore la puesta en marcha de acciones de apoyo a la logística industrial, 

en cuanto a financiar sobre los stocks que hemos de tener de materias primas e insumos 

industriales, los incrementos de costes y garantizar los envíos a Canarias, y entre islas.  
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Anexo:  

 
Propuestas de aclaración (a,d,e,f,g,h), subsanación (b,c), necesarias adaptaciones normativas 

(i,j) y medidas tributarias temporales en relación con el REF de canarias para paliar la situación 

económica derivada de la situación de alarma originada por el Covid -19 (k,l,m,n,o,p,q) del 

Gabinete de Estudios de la Asociación Española de Asesores Fiscales en Canarias  

Justificación  

En los difíciles tiempos que estamos viviendo, con elevadas incertidumbres de toda índole, 

sanitarias y económicas, derivadas de la crisis generada por el COVID 19, en el archipiélago 

canario se hace imprescindible contar con un marco tributario dotado de seguridad jurídica para 

todos los contribuyentes y que ofrezca un grado de certeza razonable a los operadores 

económicos de los incentivos a su alcance.  

El Régimen Económico Fiscal de Canarias debe contribuir a superar la desafortunada situación 

sanitaria global y de parálisis de nuestro principal motor económico. Por ello, ahora más que 

nunca se precisa que la normativa vigente sea lo suficientemente clara para que los incentivos 

puedan ser utilizados y disfrutados por el tejido económico de las islas y contribuya a paliar la 

grave situación a la que el empleo en el archipiélago se puede ver sometido.  

Sin embargo, son numerosas las incertidumbres y lagunas que poseen nuestros incentivos 

fiscales y que se mantienen incluso desde la última reforma del Régimen Económico Fiscal de 

Canarias introducida por la Ley 8/2018. Así deben precisarse y aclararse las fechas desde las que 

producen efectos tributarios ciertas redacciones dadas a varios apartados del artículo 27 que 

regula la Reserva para Inversiones de la Ley 19/1994, con ocasión de dicha Ley y deben 

eliminarse los numerosos obstáculos que continúan impidiendo la aplicación del incentivo a su 

finalidad en relación con el aprovechamiento y rehabilitación de los activos usados, los relativos 

a la materialización en la creación de empleo sobre los que pesan múltiples cuestiones no 

resueltas por la normativa. 

Asimismo, la prórroga de dos años de las directivas de ayudas de Estado de finalidad regional y 

del Reglamento General de Exención por Categorías, hasta 2022 está generando algunos efectos 

perjudiciales indeseados en medidas que tienen fijado legalmente un horizonte temporal que 

finaliza en 2020 impidiendo o dificultando el funcionamiento normal de incentivos tales como 

la RIC, en relación a inversiones anticipadas y a la futura inscripción y vigencia del régimen de la 

ZEC.  

La suspensión o ralentización, en el mejor de los casos, de la actividad económica producida por 

la crisis sanitaria en todos los sectores de actividad y, particularmente, en determinados 



  

39 

 

sectores esenciales en la economía de las islas Canarias (sector turístico y actividades 

directamente relacionadas con el mismo, comercio minorista, la restauración y el ocio, etc.), 

unida a la disminución de la actividad en otros sectores necesarios para el cumplimiento de los 

compromisos de inversión asumidos (construcción, distribución, servicios profesionales 

técnicos, actividad administrativa, etc.), con la consiguiente paralización de la actividad 

inversoras de las empresas, dificultan enormemente la realización de las inversiones e incluso la 

dotación por la previsible escasez de beneficios empresariales, y disminución de los vo lúmenes 

de negocio de los contribuyentes. 

En consecuencia, se precisa la urgente flexibilización de los plazos de inversión, periodos de 

dotación, periodos de utilización o mantenimiento de dichas inversiones y especialmente en el 

cumplimiento de los requisitos vinculados a la creación y mantenimiento del empleo en Canarias 

como medio de materialización de la RIC y a los efectos de permitir el disfrute del régimen de la 

Zona Especial Canaria. 

Asimismo, los límites de acumulación de ayudas consideradas al funcionamiento para los 

períodos fiscales iniciados en 2020 deben ampliarse atendiendo a la indudable reducción de los 

ingresos empresariales y profesionales. 

Por ello es importante y urgente, aclarar el marco normativo de los aspectos tributarios del REF 

e imprescindible adaptarlo a las excepcionales circunstancias que estamos viviendo en este año 

2020 con origen en la pandemia global del Coronavirus COVID 19. 

A) Efectos temporales de la nueva redacción de la RIC en los apartados 2, 4, 8 y 12 del artículo 

27 de la ley 19/1994: elementos patrimoniales usados, permanencia y sustitución de elementos.  

B) Las Aplicaciones informáticas en la RIC, redacción de la letra e) del apartado 5 del artículo 27 

de la ley 19/1994.  

C) Reserva para inversiones en Canarias – elementos usados previamente afectos a la Deducción 

por Inversiones en Canarias en activos fijos nuevos.  

D) El momento del cómputo de las ayudas de Estado por la Reserva para Inversiones en Canarias.  

E) Dotación a la Reserva para Inversiones en Canarias por plusvalías obtenidas en la venta de 

elementos no afectos.  

F) La materialización de la RIC en creación de empleo.  



  

40 

 

G) Mantenimiento de la inversión. La interrupción del plazo de mantenimiento por jubilación o 

incapacidad sobrevenida.  

H) Entidades patrimoniales que realizan actividades económicas en Canarias  

I) Efectos de la prórroga de las directivas de ayudas de Estado de finalidad regional y del 

Reglamento de Exención en la ZEC y en las Inversiones anticipadas a la RIC   

J) La tributación mínima en el Impuesto sobre Sociedades y el REF 

K) Flexibilización de los plazos de materialización de la RIC por el impacto del COVID 19 

L) El mantenimiento de los bienes afectos a la RIC en caso de ceses de actividad por el efecto 

del COVID 19 

M) La materialización de la RIC en la creación de empleo: reglas de cómputo de las plantilla 

media total y plazos de mantenimiento en periodos de COVID 19 

N) El Mantenimiento de los bienes afectos a la DIC en activos fijos nuevos en caso de ceses de 

actividad por efecto del COVID 19 

O) Mantenimiento de los bienes afectos en caso de cese de actividad en la exención regulada 

en el artículo 25 de la Ley 19/1994 por el impacto del COVID 19. 

P) El requisito de empleo en la ZEC en periodos afectados por el estado de alarma 

Q) El control de los incentivos y límites de la acumulación de ayudas derivados de la aplicación 

del Derecho de la Unión Europea en periodos afectados por el COVID 19 
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A) Efectos temporales de la nueva redacción de la RIC en los apartados 2, 4, 8 y 12 del artículo 

27 de la ley 19/1994: elementos patrimoniales usados, permanencia y sustitución de 

elementos  

Motivación:  

Con la finalidad de dotar de seguridad jurídica y ofrecer certeza a los operadores económicos, 

debe precisarse la fecha desde la que produce efectos la nueva redacción dada a los apartados 

2, 8 y 12 del artículo 27 dado que dichas modificaciones fundamentalmente constituyen meras 

aclaraciones respecto de las redacciones vigentes con anterioridad.  

Así, quedarían claramente diferenciadas las aclaraciones que tienen efectos con anterioridad a 

la Ley 8/2018 de aquellas otras modificaciones innovadoras como las del apartado 4 del artículo 

27 que sí suponen auténticas novedades respecto de la normativa anterior.  

En la recientemente aprobada reforma del REF, esta distinción se hizo exclusivamente en el 

apartado Treinta octies (nuevo), en relación con el artículo 44 de la Ley 19/1994, relativo a la 

Zona Especial Canaria, diferenciando la letra c) del segundo párrafo del apartado 5, de un lado, 

y el apartado 6, de otro, pues en relación con este último se precisa que la nueva redacción es 

“Con efectos desde el 1 de enero de 2015…”. Sin embargo, no se reprodujo esta misma 

sistemática en otras modificaciones y por ello debería incorporarse una disposición al objeto de 

evitar incertidumbres y dudas con respecto de los efectos de las modificaciones aclaratorias, 

que pudieran supone un freno al incentivo.  

De esta forma, por ejemplo, podría quedar claro que las Dotaciones a la RIC realizadas con cargo 

a los ejercicios 2015, 16 y 17 que aún pudieran estar pendientes de materialización podrían 

disfrutar de las aclaraciones efectuadas por el legislador recientemente. De contrario, podría 

llegar a interpretarse que las precisiones introducidas en esta Reforma se restringirían a solo a 

menos de la mitad de los periodos que abarca el actual REF fiscal, limitándolas a Reservas que  

se doten en los ejercicios de 2019 y 2020, únicos que se inician con posterioridad a la publicación 

en el BOE de la Ley 8/2018, reduciendo drásticamente los efectos positivos que puede tener la 

Reforma en nuestro tejido económico al mantenerse incertidumbres que frustrarían el efecto 

incentivador en la adquisición de activos usados para rehabilitar, afectando al empleo y 

retrayendo la necesaria inversión en renovación.  

La técnica normativa de hacer una referencia específica a la fecha del comienzo de los efectos 

temporales de la nueva redacción de determinados preceptos legales anterior a la fecha de 

entrada en vigor de la ley de modificación es la que se ha utilizado en modificaciones anteriores 

del artículo 27 de la Ley 19/1994. Así, el artículo segundo de la Ley 4/2006, de 29 de marzo, 

relativo a la “Modificación del artículo 27, reserva para inversiones en Canarias, de la Ley 



  

42 

 

19/1994, de 6 de julio de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias”, reguló 

separadamente la modificación de distintos apartados de dicho artículo 27 al establecerse 

distintas fechas del comienzo de sus efectos temporales: “Con efectos desde 1 de enero de 2006 

(…)”, los apartados 1 y 10; “Con efectos desde 1 de enero de 2004 (…)”, los apartados 4 y 5. Por 

su parte, la Disposición Final Trigésima de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, modificó las letras A y 

C del apartado 4 del artículo 27 de la Ley 19/1994 “Con efectos para los períodos impositivos 

iniciados a partir del 1 de enero de 2010 (…)”.  

Por tanto, se propone añadir una disposición Adicional en la Ley de Presupuestos Generales 

del Estado, o de otra norma legal en tramitación, en los siguientes términos:  

Disposición adicional: “Efectos temporales de determinadas modificaciones de la Ley 8/2018”  

“La modificación del apartado 2 del artículo 27, de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, efectuada por la Ley 8/2018, de 5 de noviembre, 

por la que se modifica la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y 

Fiscal de Canarias, tendrá efectos para los ejercicios iniciados desde el 1 de enero de 2007.  

Las modificaciones de los apartados 4, 8 y 12, del citado artículo 27, efectuadas por la Ley 

8/2018, de 5 de noviembre, por la que se modifica la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, tendrán efectos para los ejercicios iniciados desde 

el 1 de enero de 2015.  

No obstante, las limitaciones introducidas en las letras A y C, del apartado 4 del precitado artículo 

27 relativas a los inmuebles destinados a viviendas con fines turísticos iniciarán sus efectos para 

las dotaciones acordadas desde la entrada en vigor de la Ley 8/2018”  

B) Las Aplicaciones informáticas en la RIC, redacción de la letra e) del apartado 5 del artículo 

27 de la ley 19/1994:  

Motivación:  

Entre las modificaciones de la Ley 8/2018 se incluye una precisión relativa a la consideración del 

beneficio obtenido en la producción de las aplicaciones informáticas y de la propiedad 

intelectual en el ámbito de la Zona Especial Canaria (ZEC) de forma análoga a la establecida para 

el sector audiovisual, incorporándose adicionalmente la posibilidad de materializar la RIC en 

propiedad intelectual, en obras audiovisuales, aunque se distribuyan fuera del archipiélago 

siempre que se produzcan y distribuyan desde Canarias, las películas o las aplicaciones 

informáticas.  
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Sin embargo, en la redacción dada a la letra e) del apartado 5 del artículo 27 

desafortunadamente se ha traslado miméticamente idéntico texto al añadido en relación con la 

propiedad industrial en la letra d) cuya indeseada consecuencia, prácticamente elimina la 

posibilidad de aprovechamiento de las aplicaciones informáticas como materialización de la RIC.  

Así la traslación de la redacción dada para la ZEC a la RIC, en relación con las aplicaciones 

informáticas impide que la adquisición a terceros de software o desarrollos informáticos 

continúe siendo válida para materializar la RIC con el texto aprobado del apartado 5.d del 

artículo 27 de la Ley 19/1994, al exigir que las aplicaciones informáticas se hayan creado con 

medios de la entidad adquirente o que los programas sean adquiridos para su transformación. 

La consecuencia de esta traslación desincentiva la inversión en desarrollos informáticos y por 

ende en tecnología a las empresas canarias.  

Por ello se propone que la letra d) del apartado 5 del artículo 27 se mantenga en los mismos 

términos que antes de la última modificación, de forma que se entiendan situados y utilizados 

en el archipiélago:  

“d) Las aplicaciones informáticas y los derechos de propiedad industrial, que no sean meros 

signos distintivos del contribuyente o de sus productos, y que vayan a aplicarse exclusivamente 

a procesos productivos o actividades comerciales que se desarrollen en el ámbito territorial 

canario”.  

C) Reserva para inversiones en Canarias – elementos usados previamente afectos a la 

Deducción por Inversiones en Canarias en activos fijos nuevos  

Motivación:  

El legislador consciente de lo limitado del territorio del archipiélago y de la abundancia de las 

construcciones obsoletas ha querido incentivar las actuaciones de rehabilitación y de 

renovación o mejora de los activos usados existentes en el mismo, especialmente de la planta 

alojativa obsoleta y zonas comerciales, a través de las modificaciones introducidas desde 2010.  

Los residentes en el territorio canario conocen que el intenso desarrollo y crecimiento 

poblacional y de visitantes de Canarias desde 1991 a la actualidad supone que la mayoría de los 

activos inmobiliarios turísticos y comerciales usados, que precisan rehabilitación se han 

beneficiado en algún momento temporal, total o parcialmente, de la RIC o de la Deducción por 

Inversiones en Canarias en la adquisición de activos fijos nuevos, dada la gran longevidad de 

dichos incentivos por lo que impedir acoger la materialización de la RIC a elementos que se 

hayan acogido a la DIC, sin establecer un límite temporal, supone de hecho suprimir la 

posibilidad de materializar parte de las construcciones que precisan de rehabilitación en las islas.  
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Así, con ocasión de la reciente reforma introducida por la Ley 8/2018 se ha aclarado la 

posibilidad de materializar la RIC en elementos usados que previamente hubieran disfrutado de 

la RIC cuando esta situación se hubiera dado para dotaciones anteriores a las del ejercicio 2007.  

Por lo anterior y al objeto de eliminar los obstáculos que impiden la aplicación del incentivo a su 

finalidad y de facilitar la rehabilitación de los activos usados debe permitirse que los elementos 

que hubieran disfrutado de la Deducción por Inversiones en Canarias con anterioridad a 2007 

también puedan ser aptos para materializar las dotaciones a la Reserva para inversiones en 

Canarias efectuadas con dotaciones del periodo 2015-2020. 

Sin el cambio propuesto, será más difícil para Canarias renovar y rehabilitar los establecimientos 

y activos obsoletos, y se dificultaría el crecimiento y desarrollo económico necesario para 

mejorar las condiciones económicas de los ciudadanos de las Islas.  

Se propone modificar el párrafo segundo del apartado 12 del artículo 27 de la Ley 19/1994, de 

6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, que resultaría 

redactado de la siguiente forma (el añadido figura en negrita):  

12. …  

Tratándose de activos usados y de suelo, estos no podrán haberse beneficiado anteriormente del 

régimen previsto en este artículo, por dotaciones que se hubieran realizado con beneficios de 

periodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2007 ni de las deducciones para 

incentivar la realización de determinadas actividades reguladas en el capítulo IV del título VI del 

texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, ni de la deducción por inversiones 

generada con anterioridad a 1 de enero de 2007 regulada en el artículo 94 de la Ley 20/1991. 

Se considerará apta la inversión que recaiga en activos usados que solo parcialmente se hubiesen 

beneficiado del régimen de la reserva para inversiones en Canarias en la parte proporcional 

correspondiente.”  

D) El momento del cómputo de las ayudas de Estado por la Reserva para Inversiones en 

Canarias  

Motivación:  

En los incentivos fiscales en general se computan las ayudas en el momento en que se efectúan 

las inversiones. Eso no es problema en la mayoría de los incentivos, pero sí en la RIC, en la que 

se produce el ahorro fiscal en el año 0 de la dotación y se efectúa la inversión en un año posterior 

(1 a 4).  
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Si la ayuda es al funcionamiento, la intensidad del incentivo vendrá limitada por el 30% de la 

cifra de negocios del año en que se produce la inversión no del año 0. En consecuencia, se exige 

al empresario que dota la RIC y que pretende realizar inversiones que no se califiquen de iniciales 

que adivine su cifra de ventas que obtendría quizás tres o cuatro años después. 

Por ello se propone modificar el apartado primero del Artículo 37 del Real Decreto 1758/2007, 

de 28 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 

6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias 

referentes a los incentivos fiscales en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en 

Canarias y la Zona Especial Canaria sobre el cómputo de las ayudas regionales de 

funcionamiento a efectos de su acumulación que resultaría redactado de la siguiente forma 

(el añadido/supresión figura en negrita):  

Las ayudas obtenidas por un beneficiario en virtud de todos los incentivos aplicables en el marco 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, así como de aquellos otros,  cualquiera que sea su 

naturaleza, que tengan la consideración de ayudas de Estado se incluirán en la declaración 

informativa a que se refiere la disposición adicional cuarta del Real Decreto-ley 15/2014, de 19 

de diciembre, computándose en el ejercicio en el que se generan, excepto en el caso de la reserva 

para inversiones en Canarias en el que se podrán considerar computadasrán en el ejercicio en el 

cual se realizan las inversiones en las que se materializa dicha reserva. En particular:  

1. Ayudas regionales de funcionamiento. Se acumulan tomando en consideración el periodo 

impositivo del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 

según los beneficiarios de aquellos sean contribuyentes de uno u otro impuesto y se compu tarán 

conforme a los siguientes criterios:  

(…)  

d) Reserva para inversiones en Canarias. Se computará el resultado de multiplicar el tipo 

impositivo del Impuesto sobre Sociedades correspondiente al tipo de entidad beneficiaria por el 

importe de las inversiones realizadas conforme a las letras B bis, C y  D, del apartado 4 del artículo 

27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio. Para los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas se computará la parte proporcional de la deducción aplicada en el periodo 

impositivo correspondiente a las inversiones realizadas.  

Si la inversión se ha financiado con dotaciones realizadas en varios ejercicios, deberán corregirse 

los resultados por un coeficiente de actualización tomando como base el tipo de referencia 

aplicable a España publicado en el "Diario Oficial de la Unión Europea" que esté vigente a fecha 

de 31 de diciembre del primer ejercicio en que se dotó la reserva. Cuando el período impositivo 
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no coincida con el año natural, se empleará el tipo de referencia vigente el último día del primer 

ejercicio.  

Se podrá considerar que se han excedido los límites de acumulación a consecuencia del 

cómputo de la Reserva para inversiones en Canarias en el ejercicio en el cual se hayan 

realizado las inversiones en las que se materializa dicha reserva cuando su cuantía también 

exceda del montante de acumulación que corresponda sobre el periodo en el que se hayan 

realizado las dotaciones que son objeto de materialización con dichas inversiones.  

Cuando las citadas inversiones se lleven a cabo de manera anticipada y las mismas tengan la 

consideración de materialización de la reserva para inversiones que se dote en ese ejercicio o en 

los tres posteriores, se computará la reducción de la cuota íntegra consignada en el Impuesto 

sobre Sociedades o en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del periodo impositivo 

en el que efectivamente se dote la reserva. 

E) Dotación a la Reserva para Inversiones en Canarias por plusvalías obtenidas en la venta de 

elementos no afectos  

Los beneficios generados en la venta de elementos de inmovilizado no afectos a actividades 

económicas si son susceptibles de la dotación RIC de acuerdo al artículo 27 de la Ley para 

periodos iniciados desde el 1/1/2015. Sin embargo, el Reglamento del REF en redacción dada 

mediante Real Decreto 1022/2015, de 13 de noviembre introdujo un nuevo requisito: “que 

dichos elementos hayan generado renta al menos en uno de los tres últimos años” . Precisión 

generadora de múltiples dudas y probablemente pueda entenderse contraria al precepto legal 

al limitar lo que la ley no restringe.  

En el supuesto, de que se entienda que la disposición reglamentaria no va contra el precepto 

legal, ¿Qué ha de entenderse por generación de renta?, ¿Es suficiente con que haya generado 

renta en un mes en un año dentro de los tres últimos años? o ¿Deben haberse generado ingresos 

durante un año completo de los últimos tres? ¿Qué ingresos han de entenderse como renta? 

¿La renta procedente de actividades económicas, el arrendamiento o cualquier tipo de ingreso? 

Esta ambigüedad ha generado inseguridad jurídica y el no acogimiento a la RIC por estas 

plusvalías.  

Por ello se propone que el artículo 5 del Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre, por el 

que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los incentivos fiscales 

en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en Canarias y la Zona Especial Canaria 

sobre la determinación del beneficio del establecimiento permanente situado en Canarias, 

resulte redactado de la siguiente forma (el añadido/supresión figura en negrita):  
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1. Se considerarán beneficios procedentes de establecimientos permanentes situados en 

Canarias los derivados de las operaciones efectuadas con los medios personales y 

materiales afectos al mismo que cierren un ciclo mercantil que determine resultados 

económicos, así como los derivados de la transmisión de elementos patrimoniales no 

afectos a actividades económicas, siempre que, en este último caso, se trate de 

elementos del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias, activos no corrientes 

mantenidos para la venta, existencias o activos intangibles que hayan generado 

cualesquiera tipo de ingresos en al menos doce meses, consecutivos o alternos, un año 

dentro de los treinta y seis meses anteriores a la fecha de transmisión. 

F) La materialización de la RIC en creación de empleo  

Afortunadamente, ya son muchos los empresarios que han apostado por materializar la RIC en 

la creación de puestos de trabajo, especialmente después de 2015 por la flexibilización que 

permite la afectación de empleos no vinculados directamente con una inversión inicial.  

Esta materia ha tenido hasta ahora poca o ninguna controversia, dado que los periodos 

comprobados por la Administración generalmente son anteriores a la extensión de su 

utilización.  

Sin embargo, son múltiples las cuestiones no resueltas por la normativa que generan ciertas 

lagunas que convendría resolver:  

1. Así, no es claro si el momento de cómputo de la permanencia del empleo creado debe 

contarse desde la entrada en funcionamiento de la inversión inicial o desde el término del 

semestre que se toma de referencia para cuantificar el incremento de plantilla.  

2. Tampoco se desprende claramente de la norma si dicho incremento debe verificarse cada uno 

de los años del periodo de permanencia o sólo en el conjunto de dicho periodo.  

3. La norma no precisa, como parece razonable entender, que la creación de empleo se 

considera materializada en cada ejercicio a medida que se va incurriendo en los costes por la 

entidad o si se debiera realizar una estimación al principio del futuro coste a incurrir como 

cuantía a considerar como materialización que después se debería ser objeto de regularización.  

4. No se define en la Ley ni en el Reglamento cuando se inicia el periodo de referencia semestral 

que se compara con los doce meses anteriores cuando la creación de empleo no está vinculada 

directamente a una inversión inicial.  
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Por ello se propone que el artículo 10 del Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre, por el 

que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los incentivos fiscales 

en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en Canarias y la Zona Especial Canaria 

sobre la determinación del beneficio del establecimiento permanente situado en Canarias, 

resulte redactado de la siguiente forma (el añadido figura en negrita):  

Art. 10 Puestos de trabajo relacionados directamente con inversiones iniciales.  

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 27.4. letras B y B bis de la Ley 19/1994, de 6 de julio:  

a) La creación de puestos de trabajo y las variaciones de plantilla media serán las producidas en 

el conjunto de los establecimientos permanentes del sujeto pasivo situados en Canarias.  

b) Para el cálculo del incremento de la plantilla media, se computarán como creación de puestos 

de trabajo los trabajadores contratados dentro de los seis meses anteriores a la fecha de entrada 

en funcionamiento de la inversión, siempre que estén relacionados de forma directa con la 

misma.  

c) No resultará necesario que los nuevos puestos de trabajo sean ocupados po r los nuevos 

trabajadores contratados.  

d) El mantenimiento del incremento de la plantilla media se computará desde la fecha de 

entrada en funcionamiento de la inversión inicial, y en aquellos incrementos no relacionados 

directamente con inversiones iniciales el momento temporal de referencia será el del inicio del 

ejercicio social en el que se incremente la plantilla.  

e) El cumplimiento del mantenimiento del incremento de la plantilla media deberá verificarse 

al término de cada periodo de permanencia que corresponda.  

e) La cuantía objeto de materialización por la creación de puestos de trabajo, se considerará 

producida durante los dos primeros años desde que se produce el incremento de plantilla y 

dicha materialización se considerará efectuada, en cada período impositivo, por el importe del 

coste medio incurrido de los salarios brutos y las cotizaciones sociales obligatorias que se 

corresponda con dicho incremento.  
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G) Mantenimiento de la inversión. La interrupción del plazo de mantenimiento por jubilación 

o incapacidad sobrevenida  

Las transmisiones mortis causa por fallecimiento del contribuyente que dotó la RIC sin que haya 

transcurrido el plazo de mantenimiento están bien resueltas en el Reglamento, pero no ocurre 

lo mismo en los casos de donación o jubilación del empresario individual, que suponen en la 

actualidad la pérdida del beneficio disfrutado si los activos afectos no han permanecido en 

funcionamiento cinco años, aunque quienes le sucedan en la actividad mantengan la actividad 

empresarial y los elementos afectos a la misma.  

Por el mero paso del tiempo cada vez son más los empresarios que han dotado la RIC que se 

jubilan o que se ven en la necesidad de tener que donar todo o parte de su negocio para que lo 

continúen sus hijos, sin que se haya arbitrado una solución razonable para que estos casos no 

supongan automáticamente la regularización de las dotaciones, dificultando el relevo 

generacional de las empresas individuales o de los negocios profesionales sin tener que morir 

dichas personas físicas “con las botas puestas” para no incumplir con los requisitos de la RIC.  

Este criterio discriminatorio cuando se continúan las actividades como persona física frente  a 

las personas jurídicas se ve agravado por la interpretación administrativa de que incluso los 

bienes no afectos a una actividad económica, como es el caso de los títulos del capital social de 

entidades participadas en la denominada materialización indirecta, y en la adquisición de bonos 

de deuda pública aptos para la RIC, incumplen el plazo de mantenimiento por la jubilación y cese 

en la actividad del empresario individual que los afectó a la RIC y no completó el plazo de cinco 

años.  

Por ello se propone que el artículo 19 del Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre, por el 

que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, en las materias referentes a los incentivos fiscales 

en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en Canarias y la Zona Especial Canaria 

sobre la determinación del beneficio del establecimiento permanente situado en Canarias, 

resulte redactado de la siguiente forma (el añadido figura en negrita):  

Artículo 19. Transmisión mortis causa e intervivos de explotaciones económicas.  

En los casos de transmisión mortis causa o intervivos en favor del cónyuge, descendientes o 

adoptados, de una empresa individual o un negocio profesional, de la totalidad o parte de los 

activos afectos a una explotación económica o de una rama de actividad, la persona o entidad 

adquirente se subrogará en la posición de la persona transmitente y asumirá el cumplimiento 

de los requisitos necesarios para consolidar el beneficio fiscal disfrutado por esta última. En el 

caso de que la reserva para inversiones en Canarias no estuviera materializada en el momento 
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de la transmisión, el adquirente deberá cumplir con las obligaciones de materialización del 

transmitente en el plazo que le restara a éste último para el cumplimiento de tal obligación.  

H) Entidades patrimoniales que realizan actividades económicas en Canarias  

El artículo 5.2 de la Ley 27/2014, del Impuesto sobre Sociedades, define la entidad patrimonial 

como aquella en la que más de la mitad del activo esté constituido por valores o no esté afecto 

a una actividad económica y por la tanto no realiza una actividad económica.  

Una sociedad con actividad económica, que viene dotando a la RIC en base a la normativa 

vigente, puede encontrarse que transcurridos una serie de años y a pesar de continuar 

desarrollando una actividad económica, pase a ser patrimonial (como ejemplo, cuando adquiere 

un local para destinarlo al arrendamiento, sin personal contratado al efecto, cuyo valor supera 

la mitad del activo de la empresa). Según la definición de entidad patrimonial, desde el punto 

de vista de la LIS no realiza actividad económica.  

La normativa del REF no dice expresamente que esa patrimonialidad sobrevenida o la que 

pudiera existir de inicio, permita igualmente el aprovechamiento de los incentivos del REF 

(Deducción por Inversiones, Reserva Para Inversiones, Bonificación a la Producción, …).  

Una interpretación restrictiva de la norma del Impuesto sobre Sociedades podría llev ar a 

considerar que no cabe la utilización de dichos incentivos por las entidades que cumplan con la 

definición de patrimoniales lo cual supondría de facto desincentivar la inversión en Canarias en 

actividades productivas cuando es coetánea con otras actividades meramente patrimoniales.  

Por ello se propone añadir una disposición adicional a la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, que resultaría redactada de la 

siguiente forma:  

Disposición adicional X. Entidades patrimoniales que realizan actividades económicas en 

Canarias.  

Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades que realizan actividades económicas en 

Canarias disfrutarán de los incentivos establecidos de la presente Ley y de los recogidos en la 

Ley 19/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico 

Fiscal de Canarias, con independencia de que dichas entidades se pudieran calificar como 

entidades patrimoniales en los términos del artículo 5 de la Ley 27/2014, de  27 de noviembre, 

del Impuesto sobre Sociedades  
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I) Efectos de la prórroga de las directivas de ayudas de Estado de finalidad regional y del 

Reglamento de Exención en la ZEC y en inversiones anticipadas a la RIC 

La prórroga de dos años de las directivas de ayudas de Estado de finalidad regional y del 

Reglamento General de Exención por Categorías, hasta 2022 genera algunos efectos 

perjudiciales indeseados en medidas que tienen un horizonte temporal limitado:  

1. Así, en el artículo 29 de la Ley 19/1994 se contempla que la autorización de la inscripción en 

el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria tendrá como límite el 31 de diciembre 

del año 2020, y que la vigencia de la Zona Especial Canaria tendrá como límite el 31 de diciembre 

del año 2026, es decir cuatro años más tarde.  

2. El apartado 11 del artículo 27 de la Ley 19/1994, establece que las inversiones anticipadas, 

que materialicen RIC de dotaciones por beneficios obtenidos en el mismo período impositivo en 

el que se realiza la inversión o en los tres posteriores habrán de realizarse con cargo a beneficios 

obtenidos hasta el 31 de diciembre de 2020.  

Es evidente, que la norma interna señala esas fechas limitativas para la ZEC y para las inversiones 

anticipadas bajo un ámbito temporal de duración de las DAR hasta el 31/12/2020. Dado que las 

Directrices no se actualizarán hasta dos años más tarde deberían posponerse las fechas 

señaladas en la Ley 19/1994 en igual periodo.  

En relación con las inversiones anticipadas, el artículo 27 establece un requisito formal carente 

de utilidad que burocratiza el incentivo, al establecer que se comunique conjuntamente con la 

declaración del impuesto la materialización y su sistema de financiación, para lo cual e l 

contribuyente canario además de presentar su declaración de Impuesto debe presentar un 

escrito en el que señale la forma de financiación de estas inversiones y, sin embargo no existe 

este requisito en el resto de inversiones no anticipadas ni la norma limita la fuente de los 

recursos con los que se financian las inversiones.  

Por ello se propone que el apartado 11 del artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, resulte redactado de la siguiente  

forma (añadido/supresión en negrita):  

11. Los contribuyentes a que se refiere este artículo podrán llevar a cabo inversiones anticipadas, 

que se considerarán como materialización de la reserva para inversiones que se dote con cargo 

a beneficios obtenidos en el período impositivo en el que se realiza la inversión o en los tres 

posteriores, siempre que se cumplan los restantes requisitos exigidos en el mismo.  
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Las citadas dotaciones habrán de realizarse con cargo a beneficios obtenidos hasta el 31 de 

diciembre de 20220.  

La materialización y su sistema de financiación se comunicarán conjuntamente con la 

declaración del Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre la Renta de no Residentes o el 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del período impositivo en que se realicen las 

inversiones anticipadas.  

J) La tributación mínima en el Impuesto sobre Sociedades y el REF  

Motivación:  

La Constitución Española, el Estatuto de Autonomía de Canarias, la Ley 20/1991 de 7 de junio, 

la Ley 19/1994 del Régimen Económico y Fiscal de Canarias reconocen la existencia para 

Canarias de un régimen fiscal que atiende a su lejanía, insularidad, limitaciones estructurales 

permanentes y a su condición de región ultraperiférica de la Unión Europea en virtud del artículo 

349 del Tratado de Funcionamiento de la Unión; establecen una política fiscal diferenciada que 

mantenga una significativa menor presión fiscal que la media del resto de España.  

La introducción en la normativa del Impuesto sobre Sociedades de una cuota líquida mínima, 

que suponga una tributación mínima sin tener en cuenta el conjunto de medidas del Régimen 

Económico y Fiscal de Canarias supondría una grave alteración de las excepciones en su 

aplicación. Excepciones o limitaciones que deben permitir continuar aplicando las deducciones, 

bonificaciones, reducciones y regímenes especiales del REF presentes y futuras, entre las cuales 

se encuentran actualmente:  

a) La Deducción por inversiones en Activos Fijos Nuevos en Canarias regulada en el artículo 94 

de la Ley 20/1991 de modificación de aspectos fiscales del Régimen Económico y Fiscal de 

Canarias  

b) La Deducción por inversiones en territorios de África Occidental y por gastos de propaganda 

y publicidad. Regulada en el artículo 27 bis de la Ley 19/1994 de modificación del Régimen 

Económico y fiscal de Canarias.  

c) Las Deducciones por inversiones en producciones cinematográficas, series audiov isuales y 

espectáculos en vivo de artes escénicas y musicales realizadas en Canarias, según lo dispuesto 

en la Disposición adicional decimocuarta de la Ley 19/1994 de modificación del Régimen 

Económico y Fiscal de Canarias  
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d) La Deducción por actividades de Innovación Tecnológica que se realicen en Canarias según lo 

dispuesto en la disposición adicional decimotercera de la Ley 19/1994 de modificación del 

Régimen Económico y Fiscal de Canarias.  

e) Las Deducciones de apoyo al emprendimiento y actividad económica aplicables en Canarias, 

según lo dispuesto en el artículo 94 bis de la Ley 20/1991 de modificación de aspectos fiscales 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.  

f) Las Deducciones de apoyo al emprendimiento y actividad económica, según lo dispuesto en 

el artículo 94 bis de la Ley 20/1991 de modificación de aspectos fiscales del Régimen Económico 

y Fiscal de Canarias.  

g) La reducción a la base imponible por la dotación de la Reserva para Inversiones en Canarias, 

regulada en artículo 27 de la Ley 19/94 de modificación del Régimen Económico y fiscal de 

Canarias.  

h) La Bonificación del régimen especial de las empresas productoras de bienes corporales 

regulada en el artículo 26 de La Ley 19/9914 de modificación del Régimen Económico y Fiscal de 

Canarias.  

i) La Bonificación de las entidades inscritas en el Registro Especial de buques, regulada en el 

artículo 76 de la Ley 19/1994 de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.  

Se propone que se tengan en cuenta las especificidades canarias al regular cualquier forma de 

tributación mínima incorporando al precepto que se pudiera desarrollar lo siguiente:  

“No se podrá considerar incumplida la aplicación de la señalada cuota líquida mínima descrita 

por el disfrute y/o aplicación de las deducciones, bonificaciones, reducciones y regímenes que se 

establezcan en la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del régimen 

económico fiscal de canarias y de la citada Ley 19/1994, de 6 de julio aun cuando la cuantía 

resultante de su aplicación en la liquidación del impuesto sea inferior a la misma.” 

K) Flexibilización de los plazos de materialización y dotación de la RIC por el impacto del 

COVID 19 

Flexibilización (ampliación) en un año de los plazos de materialización de la RIC que vencen en 

2020 (RIC dotada con cargo a los ejercicios iniciados en 2016) y 2021 (RIC dotada con cargo a los 

ejercicios iniciados en 2017). Y de los periodos en lo que se puede realizar la dotación con cargo 

a inversiones anticipadas a la RIC.  
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Motivación  

La suspensión o ralentización, en el mejor de los casos, de la actividad económica producida por 

la crisis sanitaria en todos los sectores de actividad y, particularmente , en determinados 

sectores esenciales en la economía de las islas Canarias (sector turístico y actividades asociados 

al mismo, comercio minorista, la restauración y el ocio, etc.), unida a la disminución de la 

actividad en otros sectores necesarios para el cumplimiento de los compromisos de inversión 

asumidos (construcción, distribución, servicios profesionales técnicos, actividad administrativa, 

etc.), con la consiguiente paralización de la actividad inversoras de las empresas, dificultan 

enormemente la materialización de las dotaciones de la RIC de los ejercicios 2016 y 2017, por lo 

que se propone la flexibilización de los plazos de inversión, mediante la ampliación al menos en 

un año de los plazos de materialización de la RIC que vencen en 2020 (RIC dotada con cargo a 

los ejercicios iniciados en 2016) y 2021 (RIC dotada con cargo a los ejercicios iniciados en 2017). 

De igual forma la crisis del COVID 19 indudablemente supondrá escasez o inexistencia de 

beneficios con los que realizar dotaciones a la RIC en los periodos afectados por lo que se 

propone flexibilizar la dotación con cargo a las inversiones anticipadas realizadas previamente.  

Para hacer efectiva esta medida, se podría introducir en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, una nueva Disposición Transitoria 

con el siguiente texto: 

“Disposición Transitoria [*]: El plazo a que se refiere el párrafo primero del apartado 4 del 

artículo 27 de esta Ley pasará a ser de 4 años para las cantidades destinadas a la reserva para 

inversiones en Canarias dotadas por los beneficios correspondientes a los ejercicios que se 

hubieren iniciado durante los años 2016 y 2017. Asimismo, el periodo de tres años al que hace 

referencia el párrafo primero del apartado 12 del artículo 27 será de 4 años para las inversiones 

anticipadas materializadas en 2017 y 2018” 

 El mantenimiento de los bienes afectos a la RIC en caso de ceses de actividad por el efecto del 

COVID 19 

Flexibilización del cumplimiento de los requisitos vinculados al mantenimiento de los bienes 

afectos a la actividad durante los periodos exigidos por la norma 

Motivación  

La suspensión, o ralentización en el mejor de los casos, de la actividad económica producida por 

la crisis sanitaria en todos los sectores de actividad y, particularmente, en determinados 

sectores esenciales en la economía de las islas Canarias (sector turístico y actividades asociados 

al mismo, comercio minorista, la restauración y el ocio, etc.), unida a la disminución de la 
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actividad en otros sectores necesarios para el cumplimiento de los compromisos de inversión 

asumidos (construcción, distribución, servicios profesionales técnicos, actividad administrativa, 

etc.), con la consiguiente paralización de la actividad de las empresas, pueden suponer de hecho 

el cese del ejercicio efectivo de determinadas actividades empresariales a las que pueden estar 

afectos bienes que hayan servido para la materialización de la RIC y que están por ello sometidos 

a determinados periodos de mantenimiento de dicha afectación, por lo que se propone la 

flexibilización de dichos plazos de mantenimiento. 

Para hacer efectiva esta medida, se podría introducir en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, una nueva Disposición Transitoria 

con el siguiente texto: 

A los efectos de lo dispuesto en el apartado 8 del artículo 27 de la presente Ley se considerará 

en todo caso que los elementos han continuado permaneciendo en funcionamiento en la 

empresa, a los efectos del cómputo de plazo de los 5 años, aun cuando se produzca en el período 

o periodos impositivos afectados por el estado de alarma derivado de la situación de crisis 

sanitaria provocada por el COVID-19, el cese en la actividad de la misma en la que se habían 

mantenido en funcionamiento 

L) La materialización de la RIC en la creación de empleo: reglas de cómputo de las plantilla 

media total y plazos de mantenimiento en periodos de COVID 19 

Flexibilización del cumplimiento de los requisitos vinculados a la creación de empleo como 

medio de materialización de la RIC, tanto en lo relativo a las reglas de cómputo de la plantilla 

media total como a los plazos de mantenimiento del incremento de los puestos de trabajo.  

Motivación  

La suspensión o ralentización, en el mejor de los casos, de la actividad económica producida por 

el Covid-19 en todos los sectores de actividad en Canarias y, particularmente, en determinados 

sectores estratégicos en la economía de las islas (sector turístico y actividades asociados al 

mismo, comercio minorista, construcción, distribución, servicios profesionales técnicos, 

actividad administrativa, etc.) y la situación extraordinaria de descenso del empleo asociada a 

las misma durante el ejercicio 2020, hace necesario establecer medidas de flexibilización en el 

cumplimiento de los requisitos vinculados a la creación y mantenimiento del empleo en Canarias 

como medio de materialización de la RIC establecidos en artículo 27.4 letra B y B bis de la Ley 

19/1994. 

Para hacer efectiva esta medida, dado que los incentivos fiscales del REF tienen la consideración 

de ayudas de Estado y están sometidos a la normativa comunitaria, deberá notificarse a la UE la 
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flexibilización de esta regla de cómputo o su desaparición temporal durante en ejercicio 2020, 

pudiéndose concretar mediante su introducción en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias. 

Para hacer efectiva esta medida, se podría introducir en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, una nueva Disposición  

Disposición [*]: 

1. A los efectos señalados en el artículo 27.4 B de la presente Ley, tanto para el cálculo del 

incremento de la plantilla media total de la empresa, como de su mantenimiento durante el plazo 

exigido por esta Ley, el contribuyente podrá optar por no computar las cifras de empleo 

del  período o periodos impositivos afectados por el estado de alarma derivado de la situación 

de crisis sanitaria provocada por el COVID-19, extendiéndose en dicho supuesto el plazo del 

compromiso de mantenimiento del empleo que haya servido de base para el computo de la 

materialización de la RIC a un ejercicio posterior a la finalización de período de mantenimiento 

correspondiente.  

2. A los efectos señalados en el artículo 27.4 B bis de la presente Ley, tanto para el cálculo del 

incremento de la plantilla media total de la empresa, como de su mantenimiento durante el plazo 

exigido por esta Ley, el contribuyente podrá optar por no computar las cifras de empleo 

del  período o periodos impositivos afectados por el estado de alarma derivado de la situación 

de crisis sanitaria provocada por el COVID-19, extendiéndose en dicho supuesto el plazo del 

compromiso de mantenimiento del empleo que haya servido de base para el computo de la 

materialización de la RIC a un ejercicio posterior a la finalización de período de mantenimiento 

correspondiente 

M) El Mantenimiento de los bienes afectos a la DIC en activos fijos nuevos en caso de ceses 

de actividad por efecto del COVID 19 

Flexibilización del cumplimiento de los requisitos vinculados al mantenimiento de los bienes 

afectos a la actividad durante los periodos exigidos por la norma por el efecto en la economía 

Canaria del Covid 19. 

Motivación  

La suspensión, o ralentización en el mejor de los casos, de la actividad económica producida por 

la crisis sanitaria en todos los sectores de actividad y, particularmente, en determinados 

sectores esenciales en la economía de las Islas Canarias (sector turístico y actividades asociados 

al mismo, comercio minorista, la restauración y el ocio, etc.), unida a la disminución de la 
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actividad en otros sectores necesarios para el cumplimiento de los compromisos de inversión 

asumidos (construcción, distribución, servicios profesionales técnicos, actividad administrativa, 

etc.), con la consiguiente paralización de la actividad de las empresas, pueden suponer de hecho 

el cese temporal, o incluso definitivo, del ejercicio efectivo de determinadas actividades 

empresariales a las que pueden estar afectos bienes que hayan servido para la acreditación de 

la DIC en AFN y que están por ello sometidos a determinados periodos de mantenimiento de 

dicha afectación, por lo que se propone la flexibilización de dichos plazos de mantenimiento.  

Para hacer efectiva esta medida, se podría introducir en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, una nueva Disposición Transitoria 

con el siguiente texto: 

Disposición [*]: 

A los efectos de lo dispuesto en la Disposición Adicional Duodécima apartado  3, de la Ley 

43/1995, del Impuesto sobre Sociedades, en relación con  el artículo 94 de la Ley 20/1991, de 7 

de junio, y del artículo 26, de la Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, 

se considerará en todo caso que los elementos han continuado permaneciendo en 

funcionamiento en la empresa, a los efectos del cómputo de plazo de los 5 años, aun cuando se 

produzca en el período o periodos impositivos afectados por el estado de alarma derivado de la 

situación de crisis sanitaria provocada por el COVID-19, un cese en la actividad de la misma en 

la que se habían mantenido en funcionamiento. 

N) Mantenimiento de los bienes afectos en caso de cese de actividad en la exención regulada 

en el artículo 25 de la Ley 19/1994 por el impacto del COVID 19.  

Flexibilización del cumplimiento de los requisitos vinculados al mantenimiento de los bienes 

afectos a la actividad durante los periodos exigidos por la norma por el efecto en la economía 

canaria del Covid 19. 

Motivación 

Coincidente con la de las dos letras anteriores   

Para hacer efectiva esta medida, se podría introducir en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, una nueva Disposición Transitoria 

con el siguiente texto: 

Disposición [*]: 
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A los efectos de lo dispuesto en el apartado 4, letra e) del artículo 25 de esta Ley, se considerará 

en todo caso que los elementos han continuado permaneciendo en funcionamiento en la 

empresa, a los efectos del cómputo de plazo de los 5 años, aun cuando se produzca en el período 

o periodos impositivos afectados por el estado de alarma derivado de la situación de crisis 

sanitaria provocada por el COVID-19, el cese en la actividad de la misma en la que se habían 

mantenido en funcionamiento 

O) El requisito de empleo en la ZEC en periodos afectados por el estado de alarma 

Flexibilización del cumplimiento de los requisitos de las entidades de la Zona Especial Canaria 

para aplicar el régimen vinculados a la creación y mantenimiento del empleo en Canarias. 

Motivación 

La suspensión o ralentización, en el mejor de los casos, de la actividad económica producida por 

la crisis sanitaria en todos los sectores de actividad en Canarias y, particularmente, en 

determinados sectores a los que resulta de aplicación el régimen especial de las entidades de la 

Zona Especial Canaria (actividades complementarias al sector turístico, tecnologías de la 

información, distribución, servicios profesionales técnicos, etc.) y la situación extraordinaria de 

descenso del empleo asociada a la misma durante el ejercicio 2020, hacen necesario establecer 

medidas de flexibilización en el cumplimiento de los requisitos vinculados a la creación y 

mantenimiento del empleo en Canarias establecidos en artículo 31.2 e) y 44.6 de la Ley 19/1994.  

Para hacer efectiva esta medida, dado que los incentivos fiscales del REF tienen la 

consideración de ayudas de Estado y están sometidos a la normativa comunitaria, deberá 

notificarse a la UE la flexibilización de esta regla de cómputo o su desaparición temporal, 

pudiéndose concretar mediante la introducción en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 

modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias:  

“Disposición [*]: 

1. A los efectos señalados en el artículo 31.2 e) de la presente Ley, tanto para el cálculo de la 

creación de puestos de trabajo dentro de los seis meses siguientes a su inscripción y el 

mantenimiento mínimo de ese número del promedio anual de plantilla, no se computarán las 

cifras de empleo del periodo o períodos afectados por el estado de alarma si el promedio anual 

de la plantilla se hubiera visto afectado por la ralentización de la actividad provocada por el 

COVID-19.  

2. A los efectos señalados en el artículo 44.6 de la presente Ley, para el cálculo de la plantilla 

media total de la empresa, no se computarán las cifras de empleo del periodo o periodos 
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afectados por el estado de alarma si en dicho ejercicio el promedio anual de la plantilla se hubiera 

visto afectado por la ralentización de la actividad provocada por el COVID-19.” 

P) El control de los incentivos y límites de la acumulación de ayudas derivados de la 

aplicación del Derecho de la Unión Europea en periodos afectados por el COVID 19 

Flexibilización de los límites de acumulación de ayudas obtenidas que tengan la consideración 

de ayudas regionales al funcionamiento para los períodos fiscales iniciados en 2020.  

Motivación 

La acumulación de las ayudas obtenidas en virtud de todos los incentivos aplicables en el marco 

del Régimen Económico y Fiscal de Canarias que tengan la consideración de ayudas regionales 

al funcionamiento, no podrá exceder de los límites establecidos en la disposición adicional 

segunda del Real Decreto-ley 15/2014, de 19 de diciembre, que están vinculados al volumen de 

negocios del sujeto pasivo, teniendo esta consideración el importe de la venta de productos y 

de la prestación de servicios u otros ingresos correspondientes a las actividades ordinarias de la 

empresa, deducidas las bonificaciones y demás reducciones sobre las ventas así como el 

Impuesto General Indirecto Canario, y otros impuestos directamente relacionados con el 

volumen de negocios que deban ser objeto de repercusión.  

Pues bien, la suspensión o ralentización, en el mejor de los casos, de la actividad económica 

producida por la crisis sanitaria en todos los sectores de actividad y, particularmente, en 

determinados sectores esenciales en la economía de las islas Canarias (sector turístico y 

actividades asociados al mismo, comercio minorista, construcción, actividad industrial, 

distribución, servicios profesionales técnicos, actividad administrativa, la restauración y el ocio, 

etc.) suponen necesariamente la disminución del volumen de negocios de los sujetos pasivos y, 

por tanto, de las ayudas regionales al funcionamiento de las que podrían disfrutar en el ejercicio 

2020, por lo que deberían flexibilizarse las reglas de cómputo de los límites de las mismas 

derivados de la aplicación del Derecho de la Unión Europea. 

Para hacer efectiva esta medida, dado que los incentivos fiscales del REF tienen la 

consideración de ayudas de Estado y están sometidos a la normativa comunitaria, deberá 

solicitarse a la UE la flexibilización de esta regla de acumulación de ayudas por lo que refiere 

al ejercicio 2020 y se podría concretar mediante la introducción de una disposición adicional 

o la modificación de la disposición adicional segunda del Real Decreto-ley 15/2014, de 19 de 

diciembre. 

 


